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Resumen 
El presente trabajo tiene como objetivo principal plantear y desarrollar el problema de 
investigación respecto al Marco simbólico de la ley de violencia familiar y sus 
modificaciones; mediante el trabajo desarrollado se planteó el siguiente problema de 
investigación ¿Las medidas de protección de la ley 30364 generan efectos jurídicos en las 
víctimas de violencia familiar, Corte de Justicia de Lima 2017? 
El tema de Violencia Familiar en nuestra legislación ha sufrido significantes 
modificaciones, se trata de una ley tiene por objetivo prevenir, sancionar y erradicar los 
índices de violencia familiar a la mujer y a los integrantes del grupo familiar. Sin 
embargo, en la práctica se observa que se establece sanción penal únicamente a los delitos 
de lesiones ya sean estas graves o leves, que devienen de violencia física, dejando de lado 
a las lesiones producto de violencia psicológica, ya que el daño psicológico no es medible 
en días de asistencia o descanso, como si lo está diseñado para las lesiones físicas. Para 
la obtención de los datos, se utilizó el método de análisis, síntesis y la técnica de 
observación.  
Los resultados de la investigación se realizaron a través de la guía de entrevista, la 
misma que sirvió como medio de expresión por parte de los expertos en el tema. Es así 
que mediante dichas guías de entrevista es que podemos precisar y aseverar los altos 
índices de violencia familiar y las deficiencias del sistema judicial. 
Palabras claves: Violencia, Protección, Cautelares, Celeridad.
viii 
Abstract 
The main objective of this paper is to raise and develop the research problem regarding 
the symbolic framework of the family violence law and its modifications; Through the 
work developed, the following research problem was raised: Does the protection 
measures of Law 30364 generate legal effects on victims of family violence, Court of 
Justice of Lima 2017? 
The issue of Family Violence in our legislation has undergone significant changes, it 
is a law aimed at preventing, punishing and eradicating the rates of family violence to 
women and members of the family group. However, in practice it is observed that a 
criminal sanction is established only for the crimes of injuries, whether serious or minor, 
that result from physical violence, leaving aside the injuries caused by psychological 
violence, since the psychological damage is not measurable in days of attendance or rest, 
as if it is designed for physical injuries. To obtain the data, the method of analysis, 
synthesis and observation technique was used. 
The results of the investigation were made through the interview guide, which served 
as a means of expression by experts in the field. Thus, through these interview guides is 
that we can specify and assert the high rates of family violence and the deficiencies of the 
judicial system. 
Keywords: Violence, Protection, Precautionary, Celerity. 
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El Estado frente a esta situación, a través de la Ley 30364 de protección frente a la 
violencia familiar ha creado órganos competentes descentralizados para así poder realizar 
un seguimiento exhaustivo y regular de forma inmediata los actos de violencia a favor de 
las víctimas, buscando la disminución del porcentaje de actos de violencia. En muchos 
casos las víctimas no tienen acceso a procesos eficaces al momento de denunciar los 
hechos, por ende, ven lejana la idea de contar con un debido proceso y una tutela 
jurisdiccional efectiva, produciéndose así la vulneración de sus derechos. 
El Instituto Nacional de Estadísticas e Informática, conceptualiza a La violencia como 
todo acto o conducta que afecta a una persona, causando un daño irreparable, que muchas 
veces puede conllevar a la muerte de la víctima. Estos daños pueden manifestarse de 
forma física, psicológica, sexual o patrimonial, concernientes tanto al derecho público 
como privado. Así mismo de acuerdo con los estudios realizados por dicha institución 
conceptualiza los actos de violencia como la manifestación agresiva por parte de uno de 
los miembros de la familia, afectado la salud física como psicológica de sus víctimas. En 
este caso las mujeres y niños son los más afectados, puesto que el agresor ejerce el poder 
y las víctimas la subordinación, tal es así que la institución busca tomar el tema con mayor 
importancia y concientizar a las personas sobre dichos actos, además busca el 
mejoramiento de las políticas sociales de promoción y protección de la mujer y de la 
familia. (Instituto de Estadísticas e Información (INEI, 2015). 
Por otro lado, se busca priorizar la eficacia de las medidas de protección a favor de 
las víctimas de violencia familiar y el impacto preponderante que causa en el Perú, debido 
a que no se implantan leyes rigurosas ante este tipo de delito, por ende, el número de 
víctima de violencia Familiar cada vez es mayor. 
I. INTRODUCCIÓN 
1.1 APROXIMACIÓN TEMÁTICA 
En los últimos años se ha incrementado el problema social de La violencia familiar, 
puesto que afecta no solo a nuestro país sino al mundo entero, miles de mujeres y niños 
son agredidos tanto física como psicológicamente por sus agresores. Los factores que 
contribuyen a dichos actos son innumerables, el mismo que se considera como un 
fenómeno que afecta a la sociedad, debido a que atenta contra los derechos fundamentales 
de la persona. 
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Como materia de investigación es importante saber que en el mundo al menos una de 
cada tres mujeres ha sido golpeada, en cada hora diez mujeres son víctimas de violencia 
familiar y son aproximadamente doscientas demandas al mes que reciben los juzgados de 
Familia de Lima Centro. Todo ello es preocupante para nuestra sociedad porque los 
índices de violencia se han ido incrementando con el transcurrir de los años, es por ello 
que se deben tomar medias exhaustivas que ayuden a combatir todo acto de violencia. 
Dicho esto, si hablamos de cifras de víctimas, hasta el año 2016 se reportaron 
aproximadamente 70,510 casos de violencia familiar y sexual en todo el país, 60,589 
corresponden a casos en los que mujeres fueron víctimas y 9,921 corresponden a casos 
en los que varones fueron agredidos, en conclusión, podemos afirmar que las mujeres son 
más vulnerables ante los actos de violencia familiar. 
Los problemas de violencia familiar son cada vez mayores, cada día se observa como 
el número de víctimas se incrementa, por ende, nos preguntamos que está fallando en 
nuestro sistema judicial, quizá Las medidas de protección no son debidamente aplicadas, 
lo que conlleva a que los agresores infrinjan la ley, burlándose de la justicia y volviendo 
a ejercer algún tiempo de violencia en contra de sus víctimas; sin lugar a duda las leyes 
no son lo suficientemente radicales para que estos actos cesen sino por el contrario dan a 
lugar nuevos hechos que pueden terminar siendo delitos mayores. 
Por otro lado, debemos tener en cuenta que los procesos de Violencia Familiar, es un 
trabajo en equipo entre la Policía Nacional del Perú y los operadores de Justicia, siendo 
así que si uno de ellos no funciona o no trabaja de la forma que indica la norma estaríamos 
incurriendo en un grave error, puesto que las Víctimas no estarían recibiendo una atención 
de forma oportuna, que le permita ejercer sus derechos, a que no sea escuchada, a no 
contar con una asesoría y posiblemente a una atención médica que le permita poder 
superar los temas de Violencia.  
Si bien es cierto, la norma indica que las Denuncias por Violencia Familiar deben 
atenderse de forma clara y oportuna, brindándole todo tipo de apoyo a las supuestas 
víctimas y atender las denuncias en un plazo de 24 horas luego de haber recepcionado la 
denuncia proporcionarle Medidas de Protección para que cese todo acto de violencia por 
parte de su agresor, sin embrago en la realidad esto no es aplicado, por lo que la víctima 
queda en completo abandono y permitiendo indirectamente a que se susciten nuevos actos 





Altamirano (2014) En su trabajo de tesis “El marco simbólico de la ley de violencia 
familiar y sus modificaciones” refiere que: Las particularidades de la violencia familiar, 
existen notas características, entre otras, su carácter habitual, continuo y su naturaleza 
progresiva. Es decir, la agresión física, psicológica o sexual a que es sometida la víctima 
se desarrolla en un círculo vicioso (es lo que se ha denominado "ciclo de la violencia”) 
donde la agresión se repite una y otra vez, pero las siguientes agresiones en muchos casos, 
son cada vez de mayor entidad, más intensas o graves, que la anterior. (p.23) 
Altamirano, refiere que las personas que normalmente son violentadas por sus 
agresores tienden a adoptar inseguridades que repercuten en su vida cotidiana, sienten 
que los actos de violencia forman parte de su vida y cada vez se incrementan y resultan 
dañando cada vez más a la persona no sólo de forma física sino también psicológicamente. 
Dado los hechos las víctimas sienten la necesidad de ser maltratadas para sentirse bien 
consigo mismas. 
García (2013) En su trabajo de tesis “Antecedentes de violencia doméstica y actitud 
violenta en hombres residentes en Manchay” refiere que: En líneas generales, la violencia 
contra la mujer es un problema que se da en diferentes culturas y contextos 
socioeconómicos, motivo por el cual, el femicidio puede presentarse en diversas regiones, 
afectando a mujeres de distintas edades y niveles sociales. Sin duda, la violencia 
doméstica es la consecuencia más visible de una forma de vivir que se ha ido haciendo 
cada vez más común en la sociedad, siendo el clima familiar uno de los principales 
factores que predisponen a la aparición o mantenimiento de la violencia. (p.12) 
El tema de violencia familiar cada vez se ha hecho cada vez más común, de acuerdo 
con la investigación para el tema de violencia familiar ya no existen límite de edad, se 
pueden presentar en niños, mujeres y adultos y en diferentes clases sociales por ello es 
algo preocupante en nuestra sociedad porque las leyes de nuestro país no son lo 
debidamente rigurosas para sancionar dichos actos de violencia tanto que hoy en día se 
ha convertido en una forma de vida para las víctimas.  
Aguirre (2012) En su trabajo de tesis “El Programa Nacional Contra La Violencia 
Familiar Y Sexual Y El Impacto En La Prevalencia De La Violencia Familiar Y Sexual 
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En El Perú” refiere que: A diferencia de otros tipos de violencia que se encuentran 
presentes en nuestra sociedad, tales el robo, el ataque sexual por desconocidos, la 
característica de la violencia familiar tiene características propias que han de tomarse en 
cuenta para los procesos de intervención. Una de ellas emerge la agresión dentro de la 
familia: la víctima sufre la agresión de una persona de la cual se espera respeto, amor y 
solidaridad. (p.15) 
El tema de Violencia Familiar es un tema completamente independiente a otros delitos 
tipificados en nuestro Código Penal por ello se requiere de una Ley accesoria para que 
trabajen de forma conjunta, y así puedan tomar los temas de violencia con mayor atención 
ya que peligran la vida de mujeres, niños y adultos mayores.  
Hoy en día contamos con la Ley 30364 para prevenir, erradicar y sancionar todo acto 
de Violencia en contra de las mujeres, niños y adultos mayor, si bien es cierto es un gran 
avance para el Estado para luchar contra la violencia familiar. 
 
Tesis Internacionales: 
Villalobos (2008) En su trabajo de tesis “Violencia Doméstica En Contra De Las 
Mujeres”, para obtener el grado de Licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales en CHILE, 
refiere que: Todas las definiciones mencionadas anulan la distinción pública/privada que 
tanto perjuicio ha llevado a la hora de visibilizar la discriminación y la violencia sufrida 
por las mujeres, especialmente en el espacio doméstico. Esta distinción, nacida de ciertas 
corrientes liberales, ha servido como argumento retórico de los Estados para 
desvincularse de sus responsabilidades a la hora de sancionar actos violatorios de los 
derechos humanos, cometidos por privados o en esferas consideradas privadas, que es 
donde se producen los crímenes más atroces contra las mujeres. (p.15) 
 
En Chile, existen muchas teorías en las que refieren los temas de violencia familiar, 
en ellos se discrimina y minimiza la labor de la mujer en su espacio doméstico, así mismo 
el Estado busca desligarse de sus responsabilidades como máxima autoridad y no sólo no 
brinda la protección a las víctimas, sino que no sanciona a los agresores; por ende, los 




Quiroga (2008) en su trabajo de tesis “Tipifica el delito de violencia familiar”, para 
obtener el grado de Magister en Administración de justicia en Bolivia, refiere que: Uno 
de los aspectos cruciales que hoy confronta la sociedad, tiene que ver con la 
individualización real de una víctima de la llamada Violencia Familiar o Doméstica, en 
el entendido de que una efectiva protección a esas personas, no pasa solo por contar con 
una marco normativo específico, pues además, es preciso que tales reglas normativas sean 
efectivas en cuanto a su propósito esencial cual es brindar una adecuada protección a las 
víctimas de agresiones intrafamiliares. (p.15) 
 
En Bolivia, La sociedad busca que se instauren normas para la protección a la mujer 
y a las víctimas de violencia familiar, puesto que no existe una individualización de 
norma, la norma es general y no brinda una adecuada protección a las víctimas de 
violencia familiar. 
 
Giraldo (2012) en su trabajo de tesis doctoral “Violencia doméstica y exclusión social de 
mujeres maltratadas” refieres que: La razón de ser de lo que se llama violencia de género, 
desde los modelos psicosociales, consiste en la necesidad de los hombres de controlar a 
las mujeres en un sistema social patriarcal, control que se ejerce o se busca ejercer en las 
diferentes áreas de la vida social y familiar; en la distribución del dinero y de las tareas 
domésticas; en la crianza de los hijos; en la realización personal; en la autonomía 
individual, familiar y social. (p.46)  
 
En Colombia, la idea de violencia familiar radical en el abuso del conyugue en querer 
ejercer el mando o por así decirlo querer llevar el control de sus respectivas parejas, 
sienten la necesidad de hacer cumplir sus requerimientos a base de abuso físico y 
psicológico hacia su víctima; dicho abuso influye no sólo en la víctima sino en todo el 
entorno familiar y ello influye en su desarrollo personal y desenvolvimiento en sociedad. 
 
1.2 MARCO TEÓRICO 
Medidas de Protección: 
El 10 de junio del 2016 se desarrolló el Pleno Jurisdiccional Distrital en Materia de 
Familia de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte, en el mismo que se trataron temas 
trascendentales con la finalidad de que los magistrados puedan unificar criterios 
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jurisprudenciales respecto a las controversias que se ven al momento de administrar 
justicia. 
El tema principal fue las medidas de protección a favor de las víctimas de violencia 
familiar, así como el otorgamiento de las medidas cautelares de acuerdo con la Ley 30364. 
Los puntos en controversia fueron sobre la ejecución de la medida cautelar y el trámite 
de la apelación y aplicación de las medidas de protección. 
De acuerdo con la Ley 30364 la ejecución de las medidas cautelares dentro de los 
procesos de violencia familiar le corresponde al magistrado del juzgado de familia, quien 
es la persona idónea para la revisión, evaluación y resolución del proceso, celebrando una 
audiencia oral en la que se otorgarán las medidas de protección a favor de las víctimas de 
violencia familiar siempre que sean necesarias, así mismo a solicitud de la víctima o de 
oficio se brindarán medidas cautelares que resguarden la necesidad, integridad y bienestar 
de las víctimas. Respecto a la apelación de las medidas de protección a favor de las 
víctimas de violencia familiar éstas serán revisadas por la Sala Civil de turno puesto que 
fueron atendidas en primera instancia por un juzgado de familia. 
Ibarcena (2014) Refiere que las medidas de protección son mecanismos de urgencia ante 
los procesos de violencia familiar, estos se dictan a fin de brindar a las víctimas una tutela 
jurisdiccional efectiva, salvaguardando los derechos fundamentales de la persona, ya que 
estos son impedidos al momento de ser sometidas al maltrato e intimidación por parte de 
su agresor. (p.11) 
La naturaleza jurídica está basada en los Derechos Universales, por ende, es el juez 
de familia el encargado tanto de la ejecución de las medidas de protección como las 
medidas cautelares a favor de las víctimas de violencia familiar para preservar el derecho 
a la vida, al patrimonio y a la integridad física y psicológica de las víctimas. Estas 
funciones se encuentran tipificadas en la Ley orgánica del Poder Judicial, dicho esto es la 
PNP los encargados de dar cumplimiento a dichas medidas, las mismas que serán 
verificadas por el juez de familia a cargo de dicho proceso.  
Respecto a la participación de la PNP en los actos seguidos de violencia familiar, toda 
vez que tomen conocimiento de dichos actos deben brindar el apoyo necesario a Las 
víctimas, puesto que ninguna comisaria puede negarse a recibir este tipo de denuncias, 
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puesto que son gratuitas y pueden ser presentadas de forma verbal o escritas ante la 
comisaría donde se realizó el suceso o ante cualquier comisaria a nivel nacional. 
Estas denuncias también pueden realizarse en los juzgados de familia, no se requiere 
la presencia de un abogado que lo represente, así como la presencia de signos de agresión 
visibles ya que estas serán registradas en la comisaria al momento de la toma de la 
declaración se llenará la ficha de valoración de riesgo de la víctima y se da parte al 
juzgado de familia o fiscalía penal dentro de un plazo no mayor a las 24 horas. 
El gobierno en su afán de que la Ley 30364, Ley para prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia familiar tenga un amplio cumplimiento ha realizado modificaciones que 
buscan como único fin uniformizarla con el proceso penal. Por ende, se encuentra en una 
constante lucha, buscando que las penas sean más severas y así logran combatir los 
índices elevados de violencia en nuestro país. Así mismo se busca que exista congruencia 
tanto en la ley como en el proceso penal. 
Actualmente con la presente Ley aún se encuentran vacíos legales por ende se busca 
cubrir dichos vacíos con las pruebas periciales a los que son sometidas las víctimas, uno 
de ellos es la ficha de valoración el mismo que es tomado al momento de denunciar los 
hechos, por consiguiente las pericias psicológicas y examen médico legista, una vez 
recabados los informes el magistrado procede con el análisis de los mismos a dictar un 
auto final, indicando si procede o no las medidas de protección e iniciarse un proceso 
penal en contra del agresor así como facilitar las medidas cautelares a favor de las 
víctimas para salvaguardar su integridad física y psíquica. 
Las medidas de protección otorgadas por los magistrados se encuentran tipificadas en 
el Artículo 22 de la Ley 30364, Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar. Estas pueden ser: 
▪ El retiro del agresor del domicilio. 
▪ El impedimento de acercamiento o proximidad a la víctima en cualquier forma, a 
la distancia que la autoridad judicial determine.  
▪ Prohibición de comunicación con la víctima vía epistolar, telefónica, electrónica; 
asimismo, vía chat redes sociales, redes sociales, red institucional, intranet u otras 
redes o formas de comunicación. 
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▪ Prohibición del derecho de tenencia y porte de armas para el agresor, debiéndose 
notificar a la Superintendencia nacional de control de servicios de seguridad, 
armas, municiones y explosivos de uso civil para que proceda a dejar sin efecto la 
licencia de posesión y uso, y para que se incauten las armas están en posesión de 
personas respecto de las cuales se haya dictado la medida de protección. 
▪ Inventario de sus bienes. 
▪ Cualquier otra requerida para la protección de la integridad personal y la vida de 
sus víctimas o familiares. 
Cabe resaltar que debido a la excesiva carga procesal de los juzgados civiles no se 
pueden dar abasto y cumplir con otorgar las medidas de protección de forma oportuna, 
siendo el caso que tienen denuncias hasta con un año de antigüedad sin haber sido 
debidamente admitidas puesto que las denuncias se encuentran con una serie de 
irregularidades, ya sean por falta de medios probatorios, ineficiencia de las autoridades 
de la Policía Nacional o porque las víctimas abandonaron dicho proceso. 
Es favorable el hecho que hoy en día podamos contar con medidas para prevenir, 
erradicar y sancionar la violencia familiar, así como los programas para reeducar a los 
agresores y así vuelvan a incurrir en los mismos actos de violencia. Así mismo cabe 
recalcar la obligación que tiene el Ministerio público en conjunto con la Policía Nacional 
para evaluar es riesgo de acuerdo con la magnitud de los hechos que los anteceden para 
que dichos actos no se conviertan en un feminicidio puesto que ello se da con normalidad 
después de haber cometido algún acto de violencia en contra de sus respectivas parejas 
pese a que muchas de ellas contaban con medidas de protección. 
De igual forma la norma establece en sus Artículos 31° y 32° de la presente Ley, se 
incluya los programas de tratamiento penitenciario como materia de prevención a las 
mujeres e integrantes del grupo familiar violentado, este mismo programa se les otorgará 
a aquellos agresores que no tuvieron una condena efectiva y así puedan asistir a grupos 
de apoyo para que puedan reinsertarse en sociedad y así no volver a cometer algún acto 
de violencia. 
Por otro lado, en el Artículo 46° nos habla sobre las obligaciones generales que tienen 
los medios de comunicación, como dar a conocer los temas de violencia familiar en 
nuestro país, difundir los programas de ayuda a las víctimas, brindar una información 
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objetiva, para que así podamos concientizar a las personas y sensibilizarlas con estos 
temas que deben de ser difundidos como material educativo para todas las personas.  
El Diario la República, informa que: Angélica Musayón Chira, jefa del CEM de 
Lambayeque, señaló que el 60% de los casos de protección se incumple y muchas veces 
se debe a la falta de acción policial. Puesto que las denuncias no son debidamente 
formuladas, carecen de los medios probatorios suficientes, por ende, cuando estas 
denuncias son llevadas a los juzgados y los revisa el especialista simplemente no amerita 
otorgar medidas de protección por ello se devuelve lo actuado a la comisaria para que se 
recaude todo lo requerido y así proceda la denuncia. Así mismo dentro de este proceso se 
busca brindar medidas cautelares a favor de las víctimas respecto a materia de alimentos, 
tenencia, régimen de visitas, etc. (Diario la República, 2016) 
Sabemos que el sistema judicial brinda el apoyo a las víctimas de violencia familia, y 
opta por brindar medidas de protección para asegurar su bienestar y que dichos actos no 
vuelvan a suceder, sin embargo esto no garantiza la reparación del daño causado, puesto 
que la aplicación de las normas no son de amplio cumplimiento sino por el contario los 
agresores se burlan de la justicia, y las víctimas se quedan en completo desamparo puesto 
que no contaron con una tutela jurisdiccional efectiva y la seguridad de un debido proceso. 
Seguridad y Protección: 
Las medidas de protección brindadas a favor de las víctimas de violencia familiar serán 
de acuerdo con el grado, ciclo y tipologías que presenten de violencia ejercido en contra 
de las víctimas. Se tiene especial consideración con las niñas, niños, adolescentes, adultos 
mayores y personas con discapacidad. 
Es preciso tener conocimiento cuando estamos frente a una denuncia de violencia 
familiar o frente a un delito penal, ya que de ello dependerá la pena que se le impondrá al 
agresor. Si bien es cierto al momento de ingresar una demanda de violencia familiar no 
es necesaria la firma de un abogado, pero si se considera necesaria la asesoría al momento 
de efectuar la denuncia, pero es de suma importancia saber en qué órgano interponer la 
denuncia, pese a que dicha denuncia no requiere un formalismo para su ingreso. 
De darse el caso en forma flagrante, el personal de la Policía Nacional del Perú 
procederá a intervenir al agresor en el lugar en el que se encuentre, así mismo cuentan 
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con la autorización debida de allanar el domicilio o el lugar donde se haya producido los 
hechos. Así mismo informan al fiscal para realizar las investigaciones debidas y por 
consiguiente la carpeta de investigación sea enviada al juzgado de familia o mixto para 
que el magistrado se pronuncie y dicte las medidas de protección a favor de la víctima. 
Una vez que el magistrado amerite otorgar medidas de protección a la víctima, se 
remite el caso al fiscal penal para que se dé inicio el proceso penal y se proceda con la 
investigación exhaustiva de los hechos que originalmente denunciaron para que 
finalmente decida si constituye o no un delito, o simplemente se trate de una falta. 
El fiscal es quien decide si se tipifica como un delito o una falta, de ser el caso se 
continuará con el trámite formal e iniciando la investigación preparatoria por el plazo de 
ley, iniciando los actos de investigación, hasta que se formalice la acusación. si no se 
diera la configuración del delito se pronunciará con la NO formalización, así mismo no 
se inicia la investigación preparatoria y se archiva todo lo actuado. 
Por otro lado, contamos con la ineficiencia de algunos de los miembros de la Policía 
Nacional del Perú puesto que omiten remitir dentro de las 24 horas de haber recepcionado 
la denuncia por violencia familiar, tal es así que el magistrado no puede otorgar las 
medidas de protección oportunamente, así mismo no adjuntan los medios probatorios 
correspondientes, como la declaración de las partes, ficha de valoración de riesgo, etc. 
Que son medios vitales para que se admita la denuncia y se puedan otorgar las medidas 
de protección a las víctimas. 
Procedimiento y Aplicación: 
El objetivo principal de la presente Ley 30364 es el de prevenir, erradicar y sancionar 
todo acto de violencia en el ámbito público o privado a las mujeres y a los integrantes del 
grupo familiar, más aun encontrándose en una situación vulnerable ya sea en niños o 
adultos mayores. 
El estado con la presente Ley creó el Sistema de prevención, sanción y erradicación 
de la violencia familiar, con la finalidad de coordinar, planificar, organizar y ejecutar 
acciones de acuerdo lo indica la Ley 30364 y su reglamento, buscando actuar de forma 
inmediata ante los actos de violencia, brindar apoyo de acuerdo a los informes obtenidos 
por el observatorio nacional de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo 
19 
 
familiar, así como coordinar con el ministerio de economía y finanzas para contar con 
recursos y poder brindar el apoyo necesario. 
Así mismo la materia de investigación se basa en la eficacia de las medidas de 
protección dictadas a favor de las víctimas tipificada en el Art. 22° de la presente Ley. La 
Policía Nacional del Perú es responsable de que dichas medidas de protección emitidas 
por el juzgado de familia sean debidamente cumplidas hasta el pronunciamiento fiscal o 
la sentencia emitida por el juzgado penal. 
▪ Denuncia: 
De acuerdo con el Art. 15 de la Ley 30364, las denuncias de violencia familiar pueden 
presentarse de forma verbal o escrita, las denuncias pueden ser presentadas por la víctima 
o por alguna persona a favor de ella. Esta denuncia también puede ser interpuesta por la 
Defensoría del Pueblo, no requiere la firma del letrado, el pago de una tasa o de alguna 
otra formalidad. De acuerdo con lo indicado, el sector de salud y educación están en la 
obligación de informar sobre los actos de violencia contra la mujer o los integrantes del 
grupo familiar cuando exista una relación cercana con las víctimas. 
De tratarse de un caso de maltrato psicológico, la denuncia deberá interponerse en el 
juzgado de familia para que la actuación sea inmediata y así puedan recabarse las pericias 
psicológicas que evidencien dicho maltrato, así mismo el equipo multidisciplinario es el 
encargado de recabar dichas pericias. 
Es recomendable que las denuncias se realicen en los juzgados de familia, fiscalías y 
como segunda opción las recurrir a la Policía Nacional del Perú puesto que en las 
comisarías debido a la carga de trabajo no se dan el tiempo necesario para realizar el envío 
correspondiente de la denuncia, atestado policial, examen físico o psicológico y la ficha 
de valoración de riesgo de la víctima, teniendo un plazo de 24 horas para el envío a los 
juzgados de familia. 
En la actualidad el envío de las denuncias demora más de lo usual y cuando se realizan 
llegan incompletas, por ende, son declaradas improcedente dilatando de esta forma el 
debido proceso y las víctimas no pueden contar con una tutela jurisdiccional efectiva de 
tal forma que no se le pueden otorgar las medidas de protección hasta que no se demuestre 
con pruebas periciales que existe una figura de violencia familiar. 
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De realizarse la denuncia en la comisaría, son los efectivos policiales los encargados 
de que las víctimas sean atendidas en los centros de salud a fin de recabar el informe 
médico y estos puedan ser enviados a los juzgados de familia y adjuntarlos a la carpeta 
de investigación. De no ser el caso y la Policía Nacional del Perú omita o dilate este tipo 
de proceso se puede interponer una denuncia en su contra por deficiente apoyo policial 
tipificado en el Art. 378 del Código Penal. 
▪ Recepción de la Denuncia: 
Una vez recepcionada la denuncia en la mesa de partes de los juzgados de familia  son 
derivados a los juzgado especializados en materia tutelar, una vez recepcionada, el 
magistrado toma conocimiento de dicha denuncia el magistrado procederá a la revisión 
de la misma y fija la programación de una audiencia única en la que se procederá a 
entregar las medidas de protección y/o cautelares a las víctimas siempre que demuestren 
con medios probatorios y pruebas periciales que fueron víctimas de violencia familiar; 
salvo las víctimas se encuentren en estado vulnerables y la ficha de valoración de riesgo 
haya arrojado RIESGO SEVERO, es así que se proveen las medidas de protección de 
forma inmediata. 
Las partes del proceso, tanto el denunciante como denunciado pueden incorporar 
medios probatorios siempre que estos se encuentren regulados en el Decreto Supremo 
009-2016-MIMP, así mismo estas son valoradas por el magistrado siempre que hayan 
sido presentados de forma oportuna y ameriten ser valorados por la instancia judicial 
siempre que resulten convenientes para resolver en la audiencia. 
Los informes médicos periciales tienen un valor relativo, el mismo que puede ser 
observado y cuestionable, más aún los exámenes psicológicos puesto que se duda de su 
veracidad y son expuestos a presunción de un resultado no favorable para el proceso 
mismo, tomando en cuenta que de dichas pruebas se otorgarán las medidas de protección 
a favor de las víctimas, por ende es recomendable que se presente un examen psicológico 
de parte para contrastar la información y se pueda tener una segunda opinión. 
Es de suma importancia la recopilación de los medios probatorios que demuestren el 
grado de agresión hacia la víctima y así se le puedan otorgar las medidas de protección, 
dichas pruebas son recabadas por el poder judicial de acuerdo con lo indica el 
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procedimiento especial de la Ley 30364, toda vez que los magistrados no dictan una 
sentencia, su competencia termine en el otorgamiento de las medidas de protección y 
cautelares para salvaguardar la integridad física y psíquica de la víctima. 
▪ Audiencia única: 
Las medidas de protección siempre son dictadas en audiencia única, siempre que la 
denuncia haya sido admitida por el juzgado de familia, es el magistrado que, mediante 
los medios probatorios, pruebas periciales y ficha de valoración de riesgo de las víctima 
es quien otorga dichas medidas de protección con el fin de salvaguardar la integridad de 
las personas, salvo que dicha audiencia se prescinda cuando exista un riesgo severo, todo 
ello se constatará de acuerdo a la ficha de valoración de riesgo de la víctima, de ser el 
caso el juzgado emite las medidas de protección de forma inmediata al igual que las 
medidas cautelares correspondientes a favor de la víctima tal y como se indica en el Art. 
36 del reglamento de la Ley 30364.  
Las medidas de protección pueden ser apeladas, de acuerdo como lo indica el Art. 42 
y 43 del reglamento de la Ley 30364, dentro del plazo estipulado, que son tres días de 
haber sido notificado con la resolución emitida por el juzgado de familia sobre las 
medidas de protección o cautelares. Dicha apelación se concede sin efecto suspensivo, es 
así como las medidas de protección se mantienen hasta que se demuestre en sala la 
presunción de inocencia y se emita la resolución definitiva. 
▪ Efectos de las medidas de protección: 
Las medidas de protección dictadas por el juzgado de familia a favor de la víctima de 
violencia familiar se extienden hasta la sentencia que emita el juzgado penal o hasta que 
la fiscalía se pronuncie indicando que dicha denuncia no amerite continuar con un proceso 
penal, salvo que dichos pronunciamientos sean impugnados. Así mismo la fiscalía puede 
decidir archivar el caso, por ende, las medidas de protección o cautelares quedan sin 
efecto y cesa el proceso mismo tal como lo indica el Art. 23 de la Ley 30364. 
Así mismo el Art. 41 del Reglamento de la Ley 30364 refiere que los juzgados de 
familia tienen competencia referente a la variación de las medidas de protección o 
cautelares a favor de las víctimas. Estas medidas pueden ser modificadas de oficio o de 
parte, siempre que se registren nuevos hechos, los mismos que no fueron tomados en 
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cuenta al inicio del proceso, que en su momento no motivaron a la decisión del magistrado 
puesto que se busca salvaguardar la integridad de la víctima. 
Celeridad Procesal: 
La finalidad de todo proceso judicial es la solución a los conflictos que se dan entre dos 
o más personas, así como erradicar la incertidumbre siempre que esta sea eficaz. La raíz 
del problema en sí, las partes procesales puesto en muchos casos por falta de 
conocimiento sobre sus derechos optan por abandonar los procesos o delegan a terceros 
para que le den seguimiento sin la oportunidad de optar por un debido proceso. La 
posición que adoptan dentro de estos procesos es la de dilatar el problema, retrasando el 
cumplimiento y de esta forma uno de ellos termina frustrado por la insatisfacción mientras 
que el otro resulta el vencedor ante una decisión judicial. 
Actualmente existen deficientes para poder enfrentar la problemática y la deficiencia 
del poder judicial, el mismo que por la carga procesal que tiene día a día debido a las 
denuncias que las personas realizan muchas veces no se dan a vasto e incumplen con la 
recepción y admisión tanto de denuncias, demandas, y la proyección de escritos. El 
sistema judicial carece de una decisión firme lo que conlleva a un incumplimiento de la 
sentencia dictaminada. 
El Art. 193° numeral 3 de la Constitución Política del Perú se regula la observancia 
del debido proceso y la tutela jurisdiccional como principio y derecho fundamental 
jurisdiccional. De acuerdo con ello se desprende que toda persona tiene derecho al libre 
acceso a la justicia, sin que se prive su derecho de ejercer su defensa, así como el de 
obtener una sentencia firme pese a ser favorable o no, de esta forma dicha sentencia deber 
ser cumplida y ejecutoriada. 
El derecho que tiene toda persona de tener un procesos equilibrado y razonable es el 
principio de celeridad y derecho a la defensa, la Ley busca que el principio de celeridad 
aminore y adelante los procesos y estos se realicen en el menor tiempo posible para que 
se pueda ejercer la defensa de manera viable, implicando un tiempo mínimo para obtener 
una sentencia firme. 
La celeridad del proceso no solo depende del magistrado al admitir la demanda sino 
también su equipo de trabajo, que se encuentra conformada por el asistente judicial, 
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especialistas, notificaciones, la fiscalía y la Policía Nacional del Perú ya que ellos trabajan 
de manera conjunta al momento de la recepción de las denuncias por violencia familiar.  
Aguilar (2011) “Este principio se presenta en forma diseminada a lo dilatado del recurso, 
por atmósfera de normas impeditivas y sancionadoras a la demora innecesaria, así como 
a través de mecanismos que permiten el avance del desarrollo con prescindencia de la 
actividad de las partes. El realizado transcendente e indiscutible es que una justicia tardía 
no es legitimidad. Para corroborar lo mencionado, el sistema rastreo surtir a los 
justiciables, a través de las instituciones reguladas, de una legalidad rápida. Si es buena o 
mala, esta especie será encargo de todos sus protagonistas. (p.15)  
En este sentido se busca eliminar todo aquello que traba los procesos judiciales y que no 
permiten que siga su curso, el principio de celeridad procesal busca la agilidad, rapidez y 
formalismo de los procesos, dentro de los plazos y términos para que la decisión del 
magistrado sea efectiva y favorable. El principio de celeridad busca una tutela 
jurisdiccional efectiva veraz y oportuna, sin que los derechos de las víctimas se vean 
afectados y que la actuación de pruebas se realice en la etapa y en la instancia que 
corresponda.  
Respecto a la afectación de la celeridad procesal dentro de los procesos de violencia 
familiar es preciso indicar que la deficiencia se encuentra entre los organismos 
reguladores de justicia puesto que, no se encuentran debidamente capacitados para dar 
solución a este tipo de proceso. Desde que se procede a realizar las denuncias en la 
comisaria no se cumplen con lo que indica la Ley 30364 puesto que cuando se envían las 
denuncias a los juzgados de familia para que se puedan dictar las medidas de protección 
estas carecen de medios probatorios, los mismos que debieron de ser tomados al momento 
de la toma de la declaración por ende se obliga al juzgado de familia que remita la 
denuncia nuevamente a la comisaría hasta que se recauden los medios probatorios en su 
totalidad para que se admita la demanda y se otorguen las medidas de protección y no se 
sigan vulnerando los derechos de las víctimas. 
El principio de celeridad procesal busca la eficacia, así como reglamentar la 
efectividad de los actos procesales, este principio es carácter general dentro de la rama 
del derecho. Su finalidad es la pronta actuación y se rija al debido procedimiento 
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basándose en la Ley 30364 y su reglamento para que se puedan salvaguardar la integridad 
física y psíquica de las víctimas. 
 
Efectos Jurídicos de la violencia Familiar: 
 
Las medidas de protección dictadas en los juzgados de familia generan efectos jurídicos 
que permiten resguardar sus intereses otorgando medidas cautelares como pretensión civil 
para salvaguardar la integridad física y psíquica de las víctimas. Para ello los operadores 
de justicia tienen que hacer un seguimiento de dichos procesos y en caso de que se 
incumplan las medidas de protección se proceda a remitir copias certificadas a la fiscalía 
por el delito de desobediencia y resistencia a la autoridad y se dicte una sanción penal. 
Si bien es cierto las medidas de protección al igual que las medidas cautelares son 
dictadas por los juzgados de familia, estas surten efecto hasta que los juzgados penales o 
de paz de paz letrado en materia de faltas emitan una sentencia que ratifique los actos de 
violencia y esta quede consentida y ejecutoriada. 
Los procesos de violencia familiar tienen dos etapas: 
 
▪ La etapa de protección, la misma que inicia con la recepción de la denuncia por 
los actos de violencia contra la mujer o los integrantes del grupo familiar ya sea 
en la fiscalía, comisaría o juzgado, esta etapa termina con la emisión de las 
medidas de protección emitidas por los juzgados de familia. 
 
▪ La etapa de Sanción, la misma que da inicio al proceso de investigación en la 
fiscalía, ya que con su pronunciamiento se inicia la acción penal siempre que se 
hayan comprobado los actos de violencia contra la mujer o los integrantes del 




Respecto a los artículos relacionados con las medidas cautelares debemos indicar que 
debido a los índices de violencia que se ven día a día se busca modificar algunos de los 
artículos del Código Procesal Civil, dado que en muchos casos se ven afectados los 




Art. 608° del CPC, el encargado de dictar medidas cautelares es aquel magistrado que 
tiene competencia y conocimiento del proceso mismo, así como la pretensión de la 
demanda. En los casos de violencia familiar el juez a pedido de la víctima puede otorgar 
medidas cautelares que resguarden los intereses de esta, como las pretensiones de 
alimentos, régimen de visitas, tenencia, suspensión o extinción de patria potestad, 
liquidación de régimen patrimonial y otros aspectos conexos que sean de vital 
importancia para garantizar el bienestar de la víctima. 
Art. 611° del CPC, el mismos que refiere el contenido de la medida cautelar, que el 
magistrado a fin de lograr la eficacia del proceso otorga las medidas siempre que esta 
demuestre verosimilitud, razonabilidad, y la necesidad de prevenir un peligro futuro. En 
los casos de violencia familiar el magistrado en audiencia única otorga las medidas de 
protección, así como las medidas cautelares de ser necesarias, así mismo realiza un juicio 
de valor, analizando lo actuado procede a remitir el caso a la fiscalía penal para iniciar el 
proceso penal conforme a lo indicado en el Código Penal. 
Respecto a las medidas cautelares, es el juzgado de familia quien informa a las 
víctimas de violencia familiar que cuenta con el apoyo del Estado, por ende, cuentan con 
servicios jurídicos gratuitos y mediante ellos pueden solicitar su derecho de acción sobre 
las pretensiones civiles para salvaguardar sus intereses. 
Las medidas de protección al igual que las medidas cautelares cuentan con una 
vigencia y surten efecto hasta que se dicte la sentencia emitida por el juzgado penal y esta 
se ejecute. Estas medidas pueden ser variadas mediante los juzgados de familia siempre 
que no hayan sido de conocimiento de los juzgados penales, estas medidas pueden ser 
modificadas dado los hechos que se susciten posterior al haberse dictado las medidas en 
audiencia única. Esta situación puede darse siempre que no hayas sido cumplidas las 
medidas de protección o que no hayan sido suficiente para salvaguardar los intereses de 
las víctimas. 
Estas medidas pueden ser apelables tanto por la víctima como por la persona 
procesada, estas se pueden interponer a los tres días de haberse celebrado la audiencia 
única o después de haber sido notificado con las medidas de protección o cautelares. 




Dentro del plazo computable de los tres días de haber sido notificado con la resolución 
de las medidas de protección o cautelares puede presentarse el recurso de apelación, si se 
considera necesario este puede adherirse al cuadernillo de la demanda principal ante el 
mismo juzgado que tomo conocimiento del caso y otorgo dichas medidas de protección 
o cautelares.  
De darse el caso que las víctimas no cuenten con los medios para obtener asesoría 
jurídica podrán contar con el apoyo del Estado y hacer uso de los servicios jurídicos 
gratuitos y actuar de acuerdo lo indica el inciso b del artículo 10° de la Ley 30364.  
La ejecución de las medidas de protección y asistencia social se encuentra a cargo de 
la Policía Nacional del Perú, puesto que son los encargados de brindar la seguridad de las 
víctimas, ya que deben actuar de forma inmediata al tomar conocimiento de dichos actos, 
así como la debida ejecución de las medidas de protección dictadas por el juzgado de 
familia. 
Dado los hechos que anteceden, el sistema informático ha creado un sistema en el que 
registran las medidas de protección y cautelares otorgadas por el juzgado de familia. Esto 
sirve como apoyo a la Policía Nacional para que puedan cumplir con la labor de proteger 
la integridad de las víctimas.  
El Art. 677 del Código Procesal Civil artículo hace referencia a una tutela anticipada, 
la misma que servirá para resguardar los intereses de las víctimas sometidas a cualquier 
acto de violencia. Si bien es cierto esto sirve como medio anticipado de la sentencia 
definitiva, la misma que puede ser apelada, pero sin efecto suspensivo salvo la fiscalía no 
encuentre medios probatorios que ameriten formalizar la denuncia y esta se archive.  
Para que el juez pueda otorgar las medidas cautelares debe basar su criterio 
fundamentación fáctica y prueba anexa donde se demuestre que la víctima se encuentra 
en peligro inminente puesto que las medidas de protección son dictadas con la finalidad 
de alcanzar la eficacia de la decisión final. Estas medidas tienen que brindarse de forma 
oportuna y deben ser otorgadas a pedido de la víctima garantizando los derechos que tiene 
la persona de ejercer su defensa. 
Dentro de los procesos de violencia familiar se otorgan las medidas de protección a 
las víctimas para que están no sigan siendo sometidas a algún tipo de maltrato, dichas 
medidas no son solo para la mujer sino también para todos los integrantes del grupo 
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familiar. La tutela no debe dirigirse solo a la sanción de los hechos cometidos o al 
resarcimiento de los casos de violencia sino por el contrario verlo desde una perspectiva 
de prevención en la que las víctimas podrán solicitar de manera absoluta la variación de 
estas siempre que se demuestre que existen nuevos hechos que hayan dañado su 
integridad física y psíquica. Así mismo a raíz del incumplimiento de las medidas dictadas 
por el juzgado de familia, la demanda corre traslado a la fiscalía en la que será sometida 
a investigación y con los recaudos se procederá a formalizar la denuncia siempre que esta 
lo amerite y por consiguiente inicia un proceso penal en contra del agresor por el delito 
de resistencia y desobediencia a la autoridad. 
 
Resistencia o desobediencia a la Autoridad: 
 
El Art. 24° de la Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres 
y los integrantes del grupo familiar indica que, el que desobedece, incumple o resiste una 
medida de protección dictada en un proceso originado por hechos que configuran actos 
de violencia contra las mujeres o contra integrantes del grupo familiar, comete delito de 
resistencia o desobediencia a la autoridad. 
El objetivo del presente artículo nos recuerda al delito de resistencia o desobediencia 
a la autoridad, el mismo que se encuentra regulado en el Artículo 368º del Código Penal 
cuando el agente no cumple con un mandato judicial. Con el texto citado, se busca dar 
cumplimiento a las medidas de protección emitidas por los juzgados de familia, para así 
poder salvaguardar la integrar física y psíquica de las víctimas; siempre que se hayan 
configurado los hechos que configuren la violencia contra la mujer o integrantes del grupo 
familiar. 
El Art. 25º de la presente Ley nos habla sobre la protección de las víctimas en las 
actuaciones de investigación, ya que dentro del periodo investigación las víctimas no 
pueden conciliar o someterse a una confrontación con su agresor, así mismo no debe 
practicarse una reconstrucción de los hechos salvo que la víctima sea mayor de catorce 
años, tal y como lo indica el art. 194º inciso 3 del Código Procesal Penal. 
Huamán (2002) Es el acto jurídico e instrumento por medio del cual las partes en 
conflicto, antes de un proceso o en el transcurso de éste, se someten a un trámite 
conciliatorio para llegar a un convenio de todo aquello que es susceptible de transacción 
y que lo permita la Ley, teniendo como intermediario objetivo e imparcial, la autoridad 
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del juez, u otro funcionario del caso, debe procurar por las fórmulas justas de arreglo 
expuestas por las partes o en su defecto proponerlas y desarrollarlas, a fin de que se 
llegue a un acuerdo, el que contiene derechos constituidos y reconocidos con carácter de 
cosa juzgada. (p.21) 
Si bien es cierto desde la publicación de la Ley 26260 Ley de protección frente a las 
víctimas de Violencia Familiar, prohibía la práctica de los mecanismos alternativos de 
solución de conflictos como la conciliación, en todas las fases del proceso, tanto en 
fiscalía como en juzgados. Es así como la presente Ley reafirma lo regulado 
anteriormente puesto que no solo protege a la víctima de enfrentarse a su agresor, sino 
que también la protege de sus actos para que no retiren la denuncia y así dejar sin sanción 
a los agresores. 
Por su parte la Doctora Ledesma precisa que, En materia de conflictos familiares, 
los acuerdos no siempre son los objetivos para buscar en la conciliación. Ello tal vez 
pueda aceptarse en conflictos empresariales o patrimoniales, pero, en conflictos donde 
está en cuestionamiento la relación afectiva entre parientes deja de ser mirado bajo ese 
mismo cristal: ¡Acuerdo no! Lo importante es la modificación de la relación de las partes, 
no importando si llegan a un acuerdo. Lo que se debe buscar es la transformación 




A raíz de la promulgación de la Ley 30364, ley para prevenir, erradicar y sancionar la 
violencia contra la mujer y los integrantes del grupo familiar, y de su reglamento mediante 
el Decreto Legislativo N°009-2016-MIMP, tienen la finalidad de unificar los procesos de 
violencia familiar, debido a que de manera independiente la Ley no cumplió con el 
propósito para el cual fue creada. 
Actualmente el gobierno se encuentra en una lucha constante en erradicar la violencia 
familiar, debido a ello es que la Ley ha sido sometida a reiteradas modificaciones al igual 
que el Código Penal y el Código Procesal Penal. De esta forma la jurisprudencia en casos 
de violencia sirve como antecedente para corregir las deficientes que existía entre la Ley 
30364 y el Proceso Penal. 
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Así mismo se han tomado en consideración parámetros con el único fin de cubrir los 
vacíos legales que existen, uno de ellos son las pruebas periciales que se le realizan a las 
víctimas, tanto el psicológico como el médico legal, dichos hecho que serán tomados en 
consideración al momento de otorgar las medidas de protección o cautelares, así como 
una sentencia y esta entre en ejecución. 
De acuerdo con lo mencionado anteriormente, se tomó como iniciativa tocar como 
tema de importancia la penalización por los casos de incumplimiento de las medidas de 
protección expedidas por los magistrados de los juzgados de familia, tipificados en el 
código penal como desacato o desobediencia a la autoridad, puesto que en su momento 
no se les da importancia debida. Dichas medidas deben ser de obligatorio cumplimiento 
y los encargados de realizar el seguimiento de las ellas es la Policía Nacional del Perú, 
sin embargo, en la práctica esto no es posible debido a que la comunicación entre el Poder 
judicial, la central de notificaciones y la Policía Nacional del Perú es deficiente, en 
consecuencia, trae consigo lo denunciados nunca fueron notificados y, por ende, no saben 
de la existencia del proceso en su contra. 
Ello no es lo único preocupante en nuestra sociedad, sino también la falta de 
conocimiento de las víctimas de Violencia Familiar respecto a las medidas de protección 
otorgadas por el juzgado de familia, debido a ello no saben cómo proceder legalmente y 
hacer valer sus derechos, lo que las obliga a realizar una nueva denuncia en la que se le 
otorgan nuevas medidas de protección por el mismo delito, lo que trae como consecuencia 
mayor carga procesal en los juzgados de familia. 
Si bien es cierto el incumplimiento de las medidas de protección recae en el delito de 
resistencia o desobediencia a la autoridad, el mismo que se encuentra tipificado en el Art. 
368° del Código Penal, siempre que los actos de violencia hayan sido demostrados. Así 
mismo el Art. 41° del Reglamento de la Ley 30364, regula la variación de las medidas de 
protección siempre que ocurrieran nuevos actos de violencia en su contra y esta deberá 
ser solicitada por la víctima y en el mismo juzgado donde se le otorgaron dichas medidas 
de protección o cautelares. Tomando en conocimiento el juzgado deberán ingresar los 
nuevos medios probatorios al expediente y comunicar a la fiscalía el incumplimiento para 
que puedan investigar los hechos y así formalizar la denuncia por resistencia y 
desobediencia a la autoridad. 
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Es cierto que los jueces de familia dictan medidas de protección que en muchos casos 
lo realizan de manera errónea puesto que al momento de realizar la denuncia esta pasa 
por muchos filtros los cuales no se encuentran debidamente capacitados para este tipo de 
denuncias, por ende, se ingresan denuncias a los juzgados de familia sin mérito a que se 
le otorguen dichas medidas de protección o cautelares. 
Dado el incumplimiento de las medidas de protección estas deben ser comunicadas al 
juzgado de familia para que puedan ser revisada de acuerdo con los nuevos hechos 
presentados, comprobándola con medios probatorios que lo demuestren y si amerita se 
corre traslado a la fiscalía y así ellos puedan realizar la investigación debida y formalizar 
la denuncia y derivarlo a un juzgado penal por el delito de resistencia o desobediencia a 
la autoridad. 
Si bien es cierto existen muchos casos en los que las medidas de protección dictadas 
a favor de las víctimas no se encuentran debidamente concedidas, las mismas que pueden 
ser utilizadas en contra de sus conyugues con finalidad de perjudicarlos, debido a que 
fueron denunciados ante un juzgados de familia y por ende se le otorgaron medidas de 
protección para salvaguardar su integridad y caso de incumplimiento incurren en el delito 
de resistencia o desobediencia a la autoridad y se iniciará un proceso penal. 
Marco Histórico: 
La violencia doméstica es un grave problema en la sociedad, que en tiempos remotos 
surgió en Canadá y Estado Unidos, posterior a ello en la década de los setenta sucedió en 
Europa cuando ya se habían tomado medidas para prevenir la violencia familiar, primero 
sucedió en Inglaterra y después en Bélgica, Holanda y Alemania. 
Todo acto para combatir la violencia familiar nació de un grupo de mujeres feministas 
apoyadas por Organizaciones no gubernamentales, debido a este hecho es que se 
concientizo a la población y buscaron posibles soluciones para frenar la violencia que 
radica en el seno familiar. 
Corsi, refiere que la acción violenta se ejerce como modo de subordinación, con un 
orden jerarquizado, donde prioriza el dominio de uno contra otro, sometiendo a la víctima 
de forma física o moral. 
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La violencia nace de muchos años atrás, por ende, no se da solo en la actualidad, es 
un tema que afecta a las personas en el ámbito social, económico y político. Así mismo 
el autor indica que los agresores dejan marcas en sus víctimas, las mismas que afectan en 
su desarrollo personal y proyecto de vida futura. (Brites y Müller, 2005, p.7) 
Se configura que todo acto violento, a una lesión, sometimiento a la víctima, la cual 
le producto un daño psicológico, físico, sexual o patrimonial, siempre que exista una 
relación con el agresor, donde exista una relación de confianza entre ambos y este haga 
abuso de este.  
Ruíz (2002) Refiere que “La violencia doméstica, el maltrato, supone un problema de 
primer orden en nuestra sociedad, y aunque estas situaciones han existido desde tiempo 
inmemorial, la conciencia social sobre ellas es un hecho reciente en la historia de nuestra 
cultura”. (p.19) 
Uno de los principales problemas de la violencia familiar es que existe una cultura 
sexista que se transfiere por parte de su entorno social, como la familia, la escuela, 
instituciones políticas, religiosas, etc. De esta forma la sociedad ejerce un tipo de presión 
para que las personas mantengan una figura parametrizada buscando que piensen y actúen 
de forma diferente. 
De Luján (2013) refiere que, “Hoy en día reconoce a la violencia familiar como un 
problema privado y público, que puesto extendida, oculta e impune y constituye un 
problema privado como público. Es probablemente la violación de los derechos humanos 
más habitual ya que afecta a un mayor número de mujeres en la sociedad y en la familia”. 
(p.7). 
En muchos casos la violencia se produce dentro del hogar, de forma privada y es así 
como las víctimas por desconocimiento o por vergüenza optan por callar y no denunciar 
los hechos, y hacer que cese todo actos de violencia en contra de ellas y hasta de sus 
propios hijos. El Estado busca brindar el apoyo necesario, pero el índice de víctimas cada 
vez es mayor y no es posible que la ayuda llegue, pese a que los órganos de justicia se 
han descentralizado para que todos puedan acceder a ella.  
Respecto a la repercusión de los actos de violencia debemos señalar que debido a 
estudios realizados indican que son actos adoptados por la propia familia, que se 
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aprendieron puesto que presenciaron actos de violencia en contra de uno de sus 
progenitores, ocasionando el rechazo hacía su progenitor, es así como los niños que se 
encontraban en la etapa de formación y crecimiento adoptaron el comportamiento del 
padre de modo inconsciente. 
En cuanto a la violencia ejercida en contra de los niños pertenecientes al entorno 
familiar aprendieron esa conducta agresiva del progenitor agresor, puesto que es quien 
ejerció el dominio y el poder ante la sumisión de sus víctimas. Es así como cuando se 
recaba información de los menores ellos tienden a narrar los hechos de forma dubitativa 
con rasgos de daño psicológico, identificándose con la madre, y demostrando una baja 
autoestima. 
Hoy en día la violencia contra los adultos mayores se ha hecho muy común, ya no 
existe el debido respeto hacia los miembros más respetados de la sociedad, puesto que 
debido a los conflictos de intereses olvidan que los adultos mayores pertenecen al mismo 
entorno familiar sin medir las consecuencias que trae consigo dichos actos.  
Carrozo (2001) refiere que “La gran mayoría de los países desarrollados, en los que 
priman la juventud, el trabajo, la independencia y el progreso, hacen que los ancianos 
sean considerados relativamente carentes de importancia”. (p.27) 
El problema de violencia familia es un problema social que no solo afecta a nuestro 
país sino al mundo entero, las secuelas que dejen daño afectan no sólo a la víctima sino a 
todos los integrantes del vínculo familiar, mostrando problemas para interactuar con las 
personas y desarrollarse como tales, por ello es recomendable que todas las víctimas de 
violencia familiar reciban apoyo psicológico para que los ayuden a superar las 
dificultades futuras.  
La Violencia Familiar es un problema que no solo afecta a nuestro país sino también 
al mundo entero puesto que atenta la vida, la dignidad y la salud de las personas, así 
mismo se ven afectados los todos los miembros de la familia que presencian de dichos 
actos y en adelante pueden resultar violentados por sus agresores.  
Plácido (2002) refiere que, “Una definición de violencia familiar es la acotada por 
Roldan, quien precisa: que la violencia familiar es todo acto que genera un daño a una 
persona, dado el caso por parte de un familiar, vulnerando sus derechos como persona y 
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abusando de su poder logra subordinar a su víctima, provocando un daño irreparable”. 
(p.45) 
Podemos definir de dicha postura que la violencia familiar es todo acto lesivo que se 
da entre dos personas dentro de un vínculo familiar causando daños, físico o psicológicos 
involucrando la violación de derechos de la víctima sometiéndola y ocasionando un daño 
irreparable.  
Ardito y La Rosa (2004) infiere que, Ante los índices de violencia familia los países 
latinoamericanos han incluido normas específicas en las que se enfrentan dichos 
problemas de forma severa. Dentro de las leyes que han instaurado los países vecinos se 
han encontrado similitudes con la Ley que rige nuestro país, básicamente gracias al 
aporte de la Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer, más conocida como Convención de Belém do Pará (1994), pero es oportuno 
conocer cómo, en cada ordenamiento nacional, hay criterios y tratamientos específicos. 
(p.7) 
En nuestro país existe actualmente una ley para la erradicación de la violencia 
familiar, que protege no solo a la mujer sino también a niños y adultos mayores sometidos 
a algún tipo de violencia, para así buscar que el Estado tome conciencia sobre los riesgos 
que se tienen si no tomamos con seriedad dichos hechos, ya que la sociedad en la que 
vivimos se ve afectada con el alto índice de víctimas.  
Corsi (2004) infiere que: El término violencia familiar alude a todas las formas de 
abuso que tienen lugar en las relaciones entre los miembros de una familia, entendida 
como la forma de interacción enmarcada en el contexto de desequilibrio de poder, siendo 
los dos ejes de desequilibrio de dicho poder dentro de la familia el género y la edad. 
Además, es necesario subrayar que, para poder definir una situación familiar como un 
caso de violencia familiar, la relación de abuso debe ser crónica, permanente o 
periódica; por lo tanto, no están incluidas en la definición las situaciones de maltrato 
aislado, que constituyen la excepción y no la regla dentro de las relaciones familiares. 
(p.58). 
La Defensoría del Pueblo refiere que, las víctimas sometidas a este tipo de maltrato 
desarrollan posturas en la que la violencia forma parte de su vida, de tal forma que se 
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vuelve una costumbre, en la que cada vez dichos actos se desarrollan con mayor frecuenta 
y causando a la vez más daño, y generando en ellas recelo y odio a sus agresores y al 
entorno familiar en el que viven. (DEFENSORÍA DEL PUEBLO, 2002, P.31) 
Debemos señalar que en cada país rige una ley a favor de las víctimas de violencia 
familiar, buscando prevenir, erradicar y sancionar los diferentes tipos de violencia, así 
mismo es responsabilidad del Estado velar por los derechos fundamentales de las 
personas, brindar la legitimidad del debido proceso y una tutela jurisdiccional efectiva.  
Es comprensible la resistencia de algunos sectores y también de los propios agentes 
encargados de cumplir las normas, buscando así sancionar a quienes cometan estos actos. 
Corsi, citado por Nóblega y Muñoz, señala que el abuso al que son sometidas las 
víctimas suele darse de forma vertical, de mayor a menor grado de familiaridad, 
sometiéndolas y haciendo abuso de su poder, exigiendo obediencia y el respeto, la 
disciplina y el valor del castigo, así como a la autonomía de los miembros. (Nóblega y 
Muñoz, 2009, p.95) 
El Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables manifiesta que, en el Perú, que 
las víctimas sometidas al abuso de sus agresores han creado gran preocupación en la 
sociedad, puesto que se ve reflejada la desigualdad de las víctimas, dando como resultado 
un alto porcentaje de violencia en el que la mayoría resultan siendo mujeres. (MIMP, 
2012) 
El MIMP protege a la mujer en los casos de violencia familiar, de acuerdo con lo que 
indica el Art. 11 de la Ley Laboral, las mujeres no deben ser sometidas a ningún tipo de 
maltrato al igual que se cometan actos que perjudiquen su condición de empleada sino 
por el contrario deben recibir apoyo por parte de sus empleadores, justificando sus 
inasistencias o tardanzas cuando ellas atraviesen por un acto de violencia puesto que son 
hechos que escapan de sus manos. En caso de producirse una arbitrariedad en contra de 
la víctima ello podrá ser llevado a una instancia judicial laboral donde el magistrado se 
pronuncie y proceda de acuerdo con Ley para la reincorporación a su centro de trabajo. 
La Carta Magna es la Ley de mayor jerarquía y de mayor reconocimiento de los 
derechos de la persona para vivir en sociedad, así mismo se designa a las autoridades 
encargadas de hacer cumplir lo que indica la Constitución y sancionar a quien no lo haga. 
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En los temas relacionados en Violencia Familiar la Constitución trabaja de manera 
conjunta con el Código Civil, el Código Procesal Civil, Código Procesal Civil, Código 
Penal, la Ley 30364 y su reglamento para resolver dichos actos de violencia, tanto físico, 
psicológico, sexual y patrimonial que son preocupantes en nuestro país. 
Guerrero (2006) Al respecto, infiere que, “La violencia intrafamiliar, refiere que los 
actos de violencia devienen a la Constitución y va en contra de los Derechos 
fundamentales de la persona como la libertad, igualdad, vida, la seguridad y la no 
discriminación”. (p. 278). 
A raíz de los hechos que se suscitan día a día, es por ello por lo que para poder dar 
solución a estos actos de violencia debemos acudir a la Policía Nacional, a la Fiscalía de 
Familia o Juzgados de familia. La competencia territorial es facultativa para la presunta 
víctima, donde ocurrieron los hechos o al de su domicilio. Para así buscar la asesoría 
necesaria y empezar con la investigación requerida y se nos puedan otorgar las medidas 
de protección para salvaguardar a las víctimas que fueran sometido a algún tipo de 
maltrato. 
Los tipos de violencia que se encuentran tipificados en la Ley 30364 son Violencia 
Física, psicológica, sexual y económica o patrimonial. Si bien es cierto toda persona tiene 
derecho a tener una vida digna, libre de violencia, a poder contar con una asistencia y 
protección integral tanto en su vida familiar como en su entorno laboral, sin embargo, en 
la realidad esto no suele suceder. 
Las instituciones designadas por el Estado como Las Comisarías y los operadores de 
justicia deben actuar de forma correcta e imparcial ante los actos de violencia y hacer 
valer los derechos de las víctimas y proceder de acuerdo lo indica la Ley, así como brindar 
el apoyo e informar el procedimiento en caso sus derechos sean vulnerados. 
Los magistrados de los juzgados de familia son los encargados de dictar las medidas 
de protección y cautelares siempre que se amerite el otorgamiento, dichas medidas 
resguardan las pretensiones civiles de las víctimas, estás cesaran al momento en que se 




Marco Normativo Nacional e Internacional: 
Respecto a la normativa peruana reconocemos como máxima representación a la 
Constitución Política del Perú que se pronuncia en el Art. 1 indicando la defensa de la 
persona humana, al igual que el respeto por una vida digna ya que ambos son el fin 
supremo de la sociedad y del Estado. Así mismo en el Art. 2 se hace referencia a los 
derechos que tiene la persona.  
El Código Civil contiene como ente regulador a las medidas cautelares, las mismas 
que se protegen al momento de que el magistrado otorga las medidas de protección a las 
víctimas de violencia familiar. Estas medidas cautelares resguardan y protegen a las 
víctimas, otorgándoles dichas cautelares en materia de alimentos, tenencia, divorcio, etc. 
El Código Penal sanciona severamente todo delito cometido en contra de las personas 
y más aun tratándose de violencia familiar, dentro de ello encontramos el Art. 121 como 
el delito de lesiones graves, puesto que se sanciona el daño tanto a la integridad física 
como psíquica de la víctima ocasionándole peligro inminente a la vida. 
La Ley 30364, Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres 
y los integrantes del grupo familiar, la misma que busca sancionar todo acto de violencia 
en contra de la mujer por su condición vulnerable, así como los demás integrantes del 
grupo familiar. Para tales hechos la presente Ley busca establecer medidas de protección 
para las víctimas, así como resguardar sus intereses y el bienestar físico y psicológico, 
donde puedan tener una vida libre de violencia. 
El reglamento de la Ley 30364, mediante el Decreto Supremo N°009-2016-MIMP, el 
presente reglamento tiene como objetivo principal regular la Ley 30364, Ley para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo 
familiar.  
El Decreto Legislativo 1098, Ley de Organización y funciones del Ministerio de la 
Mujer y Poblaciones Vulnerables, para la atención inmediata de los casos de violencia, 
así mismo estos entes de atención a la sociedad buscan formular, planifica y realizar el 
seguimiento de los casos de violencia. 
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El Decreto Supremo N°003-2012-MIMP y sus modificaciones, regula al Decreto 
Legislativo 1098, Ley de Organización y funciones del Ministerio de la Mujer y 
Poblaciones Vulnerables.  
Respecto a la Normativa Internacional se considera como soporte a la aplicación de 
la norma vigente en nuestro país a tratados y pactos internacionales como: 
▪ Declaración Universal de Derechos Humanos. 
▪ Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
▪ Pacto Internacional de Derechos Sociales, Económico y Culturales. 
▪ Convención Americana de los Derechos Humanos “Pacto de San José de Costa 
Rica”. 
▪ Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la 
Mujer CEDAW. 
▪ Convección Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer “Convención de BELEM DO PARA”. 
▪ Asamblea General de las Naciones Unidas: Declaración sobre la Eliminación de 
la Violencia contra la Mujer. 
▪ Declaración y Programa de Acción de Viena. 
▪ Plataforma de Acción de Beijing IV Conferencia Mundial sobre la Mujer. 
Dentro del marco normativo tanto nacional como internacional se reconocen diferentes  
tipos de violencia familia, dentro de ellas encontramos a la Violencia Física, Psicológica, 
Sexual, Económica o Patrimonial; estas suelen darse entre Cónyuges, Excónyuges, 
Convivientes, Ex convivientes, Padrastros, Madrastras, Ascendientes y Descendientes, 
Parientes colaterales de los cónyuges y convivientes hasta el cuarto grado de 
consanguinidad y segundo de afinidad, Quienes habitan en el mismo hogar, siempre que 
no medien relaciones contractuales o laborales, Quienes hayan procreado hijos en común, 
independiente que convivan o no, al momento de producirse la violencia. 
Las mujeres tenemos derecho a una vida libre de violencia, a una asistencia y 
protección integral, así como acceso a la información, asistencia jurídica y defensa 
pública, promoción, prevención y atención social y de salud; así mismo contamos con 
derechos laborales como el de no sufrir despidos por causas relacionadas a actos de 
violencia familiar, al cambio de lugar de trabajo en tanto sea posible, justificación de 
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inasistencias y tardanzas, así como la suspensión de la relación laboral hasta por cinco 
meses sin goce de remuneración. 
Actualmente se vienen resolviendo los casos de violencia familiar en los juzgados de 
familia, para ello el magistrado tiene que manejar tanto la Ley 26260 como la Ley 30364, 
ya que dichos procesos tienen que resolverse con la Ley que se encontraba vigente al 
momento en que se suscitaron los hechos. 
Tipos de Violencia 
Tanto la Ley 30364 como su reglamento nos indican que contamos con cuatros tipos 
de Violencia en nuestro ordenamiento, los mismos que desarrollaremos como materia de 
investigación: 
▪ Violencia Física: 
Bardales (2006) refiere que el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables define a 
“La Violencia física como toda acción u omisión que genere cualquier lesión infringida 
(Hematomas, quemaduras, fracturas, lesiones de cabeza, envenenamientos), que no sea 
accidental y provoque un daño físico o una enfermedad. Puede ser resultado de uno o dos 
incidentes aislado o también tratarse de una situación crónica de abuso”. (p.11).  
Violencia Psicológica: 
Umpire (2006) refiere que “La violencia psicológica es aquella que se ejerce mediante 
los constantes insultos, la indiferencia, el abandono, la manipulación, intimidación, 
mentiras, limitaciones de la acción, humillación, verbalizaciones, desvalorizaciones, 
destrucción de objetos apreciados, exclusión de toma de decisiones y otras conductas 
caracterizadas por estímulos mortificantes. Son lentas torturas emocionales”. (p.118).  
Violencia Sexual: 
La Organización Mundial de la Salud (OMS), define a la violencia sexual como todo acto 
que vulnere la integridad de una persona en contra de su voluntad, o con la tentativa de 
consumar un acto sexual, las expresiones, comentarios o insinuaciones sexuales no 
deseados, o a las acciones para comercializar o utilizar de cualquier otro modo la 
sexualidad de una persona mediante coacción por otra persona independientemente la 
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relación de ésta con la víctima, en cualquier ámbito, incluidas en el hogar y en el lugar de 
trabajo. 
▪ Violencia Económica: 
Se puede precisar que la Violencia económica es todo acto en el que el agresor de forma 
de control o manipulación de la mujer que se manifiesta en la falta de libertad que el 
agresor ofrece a la víctima en la realización de gastos necesarios para cubrir las 
necesidades. Por otro lado, el agresor impide a la víctima disponer de sus propios bienes 
o controla y dispone cada acto que se realicen sobre ellos. Es así como el agresor impide 
cualquier indicio de libertad económica por parte de la víctima. 
Principios reguladores de la ley 30364: 
Para una debida interpretación y aplicación de la Ley 30364 se consideran de forma 
preferente los siguientes principios: 
▪ El principio de igualdad y no discriminación, el mismo que garantiza la igualdad 
entre hombre y mujeres, en el que no se ejerza ningún tipo de sometimiento, 
discriminación, etc., que tenga como finalidad el impedimento y goce de ejercicio 
de sus derechos como persona. 
▪ El Principio de interés superior del niño, el que prioriza y considera como 
prioridad a los menores ya sean niños o niñas, con la finalidad de buscar su 
bienestar y que estos no sean maltratados o violentados por sus progenitores 
incoando a instituciones públicas y privadas para su realización. 
▪ El principio de debida diligencia, garantizando el debido procedimiento y el 
otorgamiento de sanciones correspondientes al delito cometido, se esta forma se 
busca prevenir, erradicar y sancionar la violencia contra las mujeres e integrantes 
del grupo familiar. Así mismo se busca sancionar a las autoridades que incumplan 
con este principio. 
▪ El principio de intervención inmediata y oportuna se da con la finalidad de que 
los operadores de justicia y la Policía Nacional del Perú deben actuar de forma 
oportuna y no dilatar al momento de la elaboración de las denuncias, pruebas 
periciales y fichas de valoración para que así se puedan dictar las medidas de 
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protección correspondientes y cese la violencia contra la mujer y los integrantes 
del grupo familiar. 
▪ Dentro de los principios que rigen los temas de violencia familiar, recurrimos al 
principio de sencillez y oralidad, puesto que en los procesos de violencia familiar 
el formalismo es mínimo, por ende, cuando se requiere que la víctima desee 
mantener las medidas de protección de forma preferente el incoar a que direccione 
el procedimiento a un proceso no contencioso. 
▪ Otro principio que se encuentra consagrado en la Ley 30364, es el principio de 
razonabilidad y proporcionalidad, done se precisa que debe ser preponderante la 
valoración de los hechos y la afectación de las víctimas para el otorgamiento de 
las medidas de protección y la respectiva rehabilitación y adaptación de los 
agresores, así mismo los magistrados mediante la valoración de las pruebas 
periciales es la persona idónea para hacer que las medidas se mantengan hasta que 
se demuestre la culpabilidad del agresor. 
De ser este el caso se procede a hacer un juicio razonable, acorde a las circunstancias y 
los hechos emitiendo un fallo favorable que permita que las víctimas no vuelvan a ser 
violentadas, protegiendo su vida, salud y dignidad humana. Es así como sé afirma que la 
violencia no se da en un momento sino por el contrario se desarrolla y con el tiempo 
evoluciona ocasionando daños irreparables, para ello con el otorgamiento de las medidas 
de protección se busca proteger y romper ese ciclo de violencia. 
Marco Filosófico: 
 
La Dra. en Filosofía Paulette Dieterlen Struck, quien ha sido directora del Instituto de 
Investigaciones Filosóficas de la UNAM, fue quien inauguró este primer encuentro de 
filosofía. Como refiriera Mahatma Gandhi, "La miseria es una gran violencia". Sobre este 
tipo de violencia la Dra. Dieterlen disertó sobre filosofía y la justicia distributiva, donde 
nos refiere sobre las ideas de Aristóteles donde él hablaba de la igualdad y el mérito que 
tenían las personas. Con referencia a lo dicho por el filósofo David Hume de que "si la 
escasez es lo absoluto no tiene caso el hablar de la justicia" (en: "Discursos políticos"), 
esto se asocia con el hecho actual de que si en México sólo se lleva a cabo un 2 o 3 por 




A mi Parecer, la violencia hoy en día es un tema no solamente recurrente o 
fundamental en el análisis social o político de nuestras vidas, de nuestras sociedades, y 
de la misma condición humana, sino que ha pasado a ser un "componente ya establecido 
en nuestras vidas".  
Otra vez, regresando al concepto de que "la violencia es la interrupción del discurso 
por la fuerza bruta, por el uso del silencio o por el lenguaje no coherente" podemos ver 
este tipo de violencia que se describe en esta descripción con lo sucedido cuando se 
violenta desde un gobierno del Estado a su propia Universidad; esto es otra manera de 
usar la violencia. Según los conceptos sobre las libertades de Ross sobre autonomía y 
bien primario (en: "The right and the good") la falta de una autonomía que ha sido 
sustraída a la UJED como institución educativa ha empobrecido a toda una comunidad 
universitaria. 
Marco Conceptual: 
El marco conceptual es un intento por caracterizar todo aquel elemento que intervienen 
en el proceso de investigación. A través de la revisión de publicaciones de varios autores 
y teorías se busca poder encontrar aquellas definiciones, conceptos y líneas para enmarcar 
la investigación e interpretar los resultados y las conclusiones que se alcanzan. 
A lo largo de esta sección se espera poder dar al lector un claro concepto sobre qué se 
entiende por necesidades e información, sobre las necesidades de información en su 
conjunto y el proceso va a llevar acabo la búsqueda de éstas.  
 
 
1.3 FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
Behar (2008) Respecto a la formulación del problema, este “Es el inicio de la 
investigación, esta se da cuando el investigador encuentra dudas e incógnitas, dentro de 
la información que se tiene recabada, o que aún no se haya plasmado, hecho que no cuadra 
dentro de la investigación” (p.28) 
 
PROBLEMA GENERAL 
¿Las medidas de protección de la ley 30364 generan efectos jurídicos en las víctimas de 




▪ ¿La celeridad procesal afecta jurídicamente los procesos de violencia familiar, 
Corte Superior de Lima 2017? 
 
▪ ¿Las medidas de protección regulan las medidas cautelares a favor de las víctimas 
de violencia familiar, Corte Superior de Lima 2017? 
 
1.4 JUSTIFICACIÓN DEL ESTUDIO 
 
Carrasco (2005) “Todo trabajo debe estar respaldado por la investigación, explicando 
de forma detallada y concisa los hechos, se tiene que cuestionar el por qué y para que de 
la investigación, haciendo de esta forma que el trabajo se encuentre debidamente 
justificado y resulte ser materia de estudio”. (p.117)  
La finalidad de la investigación sobre la Violencia familiar en nuestro país es debido 
a que el número de denuncias se ha incrementado, es así como hasta la fecha se vienen 
atendiendo alrededor de 10.000 casos de violencia en los 306 Centros Emergencia Mujer, 
es así como se considera de vital importancia las deficiencias que cuenta el Estado y los 
operadores de Justicia para resolver dicho problema. 
A raíz de los hechos que se suscitan día a día el índice de feminicidios se ha 
incrementado, es así como la Defensoría del Pueblo mediante estudios sobre los índices 
de violencia y feminicidios logra precisar que 17 mujeres han sido atacadas con 
combustible desde setiembre del 2017. Mediante la investigación podemos afirmar que 
las víctimas tuvieron una denuncia por violencia Familiar, la misma que no fue atendida 
en su momento, por ende, no se les otorgo las medidas de protección que deberían de 
salvaguardar los intereses y no se susciten nuevos actos de violencia que pudieran 
terminar en tragedia como lo vemos hoy en día. 
Con la investigación realizada se busca tomar conciencia en las personas sobre los 
actos de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo familiar. Así mismo tomar 
medidas necesarias en este tipo de casos, medir los índices de violencia a nivel nacional 
e internacional y verificar en que está fallando la Ley o es la aplicación de esta, ya que no 
solo se trata de la aplicación de la norma sino también de las autoridades competentes a 
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carga de hacer cumplir dichas medidas de protección y así hacer respetar los derechos de 
los más vulnerables. 
La presente investigación busca contribuir de conocimientos nuevos adoptados a raíz 
de la investigación realizada, así como con los conocimientos obtenidos por parte de los 
expertos, la misma que cuenta con una importancia trascendental con la narrativa de los 
hechos, obteniendo como resultados favorables para la aplicación de futuros fenómenos 
en nuestra sociedad. 
Los resultados obtenidos a través del instrumento de investigación utilizado en la 
investigación nos permiten alcanzar altos índices de información confiable respecto a los 
procesos de violencia familiar, debido a que el juicio de los expertos fue de gran aporte 
debido a que ellos son los que conocen los hechos de primera mano, puesto que ven a 
diarios estos casos. 
TEÓRICA: 
Sánchez (1986) Refiere que “A través de la investigación busca tener una teoría 
justificada, con la finalidad de que cause una reflexión tanto del investigador como las 
personas que realizan el juicio de valor, recabando información valedera, con 
conocimientos previos en la materia, que nos ayuden a que la investigación sea clara y 
concisa. Así mismo, se considera que la investigación debe tener limitaciones siempre 
que se encuentre debidamente justificada, claro que no siempre sucede esto ya que cada 
investigación en completamente distinta”. (p.120).  
De acuerdo con lo planteado en el presente proyecto de investigación, nos hemos 
basado en una serie de teorías que nos permitirán analizar tanto el facto social como 
conductual de las víctimas y así poder explicar los altos índices de violencia familiar. Los 
conocimientos existentes son reforzados con teorías y conocimiento preexistentes que nos 
ayudarán a contrastar resultados, sin dejar de lado los parámetros trazados, el mismo que 
nos servirá como patrón y guía para realizar la presente investigación. 
PRÁCTICA: 
En este punto se explica la forma en que se aplicara la investigación, la forma en la 
que se realizará, lo que desea plasmar y a quienes llegará y servirá la información, ya sea 
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a una persona o a un grupo. Otros juristas refieren que la investigación es eficaz cuando 
se encuentra apta para resolver un problema, caso contrario plantea posibles alternativas 
de solución, las mismas que contribuirían a la solución de un problema. Es así que, toda 
investigación busca darle solución a un problema, siempre que se encuentre debidamente 
justificada. (Sánchez, 1986, p.120)  
Mediante nuestra investigación buscamos que expertos en el tema nos apoyen 
brindándonos su conocimiento, y recolectar toda la información para que esta pueda ser 
utilizada y analizada de forma práctica para futuras investigaciones sobre los temas de 
violencia familiar.  
Es así como antes de plasmar nuestras preguntas dentro de nuestra guía de entrevista 
tenemos que formularnos tanto el problema en sí como posibles respuestas ante las 
interrogantes, esto logrará profundizar tanto la problemática teórica y práctica, buscando 
así una nueva perspectiva y los diferentes puntos de vista por parte de los expertos.  
Es importante precisar qué la investigación brindará posibles soluciones ante la 
problemática sobre la violencia familiar, en las diferentes áreas sociales, para ello 
podemos plasmarlo mediante actividades, como programas, proyectos, etc. que busquen 
solucionar tanto los problemas teóricos como prácticos. 
RELEVANCIA: 
Canales (1989) refiere que la investigación es de suma importancia para dar a conocer 
los problemas y la realidad de los hechos en cuestión, es así como busca la forma de darle 
solución a un problema evaluando la forma en como impacte a las personas con los 
resultados obtenidos para en adelante ser materia de estudio. (p.50). 
La presente investigación demuestra los problemas y deficiencias que tiene el Estado 
respecto al alto índice de Violencia familiar, desde la toma de la denuncia en contra de 
sus agresores hasta que es derivado a un juzgado penal para que se aplique la sanción 
correspondiente siempre que se demuestre la agresión y la afectación a la víctima.  
La investigación sobre los altos índices de violencia familia es un problema que causa 
una gran relevancia no solo en nuestro país sino a nivel mundial, es por ello que El Estado 
tiene que buscar proteger a las víctimas brindando la asesoría legal respecto a las 
denuncias de Violencia Familiar, asegurando un debido proceso y una tutela 
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jurisdiccional efectiva para que no se susciten nuevos actos de violencia que terminen en 
feminicidio. 
1.5 SUPUESTO / OBJETIVOS DEL TRABAJO: 
SUPUESTO GENERAL: 
▪ La ejecución de las medidas de protección de la ley 30364 generan efectos
jurídicos en las víctimas de Violencia Familiar, Corte Superior de Lima 2017,
porque buscan salvaguardar la integridad física y psíquica de las víctimas d
violencia familiar.
SUPUESTOS ESPECÍFICOS: 
▪ La Celeridad procesal afecta jurídicamente los procesos de violencia familiar,
Corte Superior de Lima 2017, porque al dilatar los procesos de violencia las
víctimas no cuentan con las medidas de protección y siguen siendo expuestas a
que se generen nuevos actos o a un delito mayor.
▪ Las medidas de protección regulan las medidas cautelares a favor de las víctimas
de violencia familiar, Corte Superior de Lima 2017, porque se busca resguardar
las pretensiones e intereses de las víctimas para que puedan llevar una vida digna.
OBJETIVO GENERAL: 
▪ Determinar de qué manera las medidas de protección de la Ley 30364 generan efectos
jurídicos en las víctimas de violencia familiar, Corte Superior de Lima 2017.
OBJETIVOS ESPECÍFICOS: 
▪ Determinar si la celeridad procesal afecta jurídicamente los procesos de violencia
familiar, Corte Superior de Lima 2017.
▪ Determinar si las medidas de protección regulan medidas cautelares a favor de las
víctimas de violencia familiar, Corte Superior de Lima 2017.
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2.1 DISEÑO DE INVESTIGACIÓN 
La investigación se encontró orientada a la modificación y al cambio, puesto que 
busca estudiar la actualidad de los hechos con la finalidad de buscar mejorar los 
estándares respecto a la acción de esta (Elliot, 1981, p.15).  
Es así como, tuvo como objetivo el recabar información valedera obteniendo 
resultados favorables ante las interrogantes, con la finalidad de formular posibles 
supuestos ante la investigación. Ante lo expuesto, el presente método nos ayuda a 
engranar los datos para asó poder nutrirla con la información recabada, de continua y 
conjunta, de forma ascendente y cronológica que nos permita narrar los hechos de forma 
concisa. 
De esta forma se planteó buscar un enfoque que permita comparar, la misma que se 
puede realizar de forma conjunta, ya sea en ocasiones que permita guiar el proceso de 
investigación. 
▪ Diseño:
La investigación se orientó al proceso de variación y la decisión de cómo debe ser 
planteada, puesto que “Es un estudio de la situación social con el fin de mejorar la calidad 
de la acción dentro de la misma” (Elliot, 1981, p.15) 
2.2 MÉTODO DE MUESTREO: 
Escenario de estudio:  
La presente investigación se realizó en la Corte Superior de Justicia de Lima, donde se 
obtuvo todo tipo de información de suma importancia que ayudó a alimentar la 
investigación, por fue el escenario perfecto ya que dentro de sus instalaciones durante 
muchos años se vieron este tipo de casos, de diferente forma mas no de fondo. 
A raíz de la publicación de la nueva Ley 30364, Ley para prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia familiar es que ahora las denuncias de dicha materia también se pueden 
realizar en los juzgados de familia, buscando descentralizar los centros de atención a 
dichas denuncias, es así como las víctimas pueden tener mayor acceso a la justicia.  
II. MÉTODO
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El trabajo conjunto que se realizó y hasta la actualidad se sigue realizando en los juzgados 
de familia, el sistema judicial es una fuente de suma importancia para tratar los casos de 
violencia es por ello que se saturan y quizá resulte difícil el acceso a la justicia, ya que en 
los juzgados de familia no solo se resuelven procesos civiles y de familia, sino que 
también se reciben denuncias por violencia familiar, por ende, el sistema se encentra 
sobrecargado dentro de lo que cabe buscar la forma de llegar a las personas y otorgarles 
lo que solicitan.  
Caracterización de sujetos: 
Pineda (1994) “Refiere que es la forma en como los sujetos buscan conocer partes de la 
investigación, es decir que la materia de investigación se basa en el estudio del 
comportamiento de las personas en su entorno social, ya que gracias a ellos podemos 
analizar su comportamiento y posterior a ello ser materia de investigación. (p.108) 
En este diseño de investigación se tomó a los magistrados como expertos en la materia 
puesto que son ellos los que conocen del proceso mismo, es así como al momento en que 
toman conocimiento de los hechos otorgan medidas de protección a las víctimas de 
violencia familiar, buscando así salvaguardar sus intereses. 
En los procesos de violencia familiar, los magistrados celebran una audiencia única en la 
que se cita al agresor y a la víctima para que otorguen las medidas de protección siempre 
que el caso lo amerite, para ello deben ser debidamente probables, deben adjuntarse la 
pericia psicológica de las víctimas, examen médico legal, ficha de valoración de riesgo y 
la declaración de las partes, caso contrario y no se hayan recabado las pruebas periciales 
el magistrado archiva la denuncia. 
Plan de análisis y trayectoria metodológica: 
Castellanos (2014) “Busca analizar la situación de los sujetos, que tiene como finalidad 
el análisis del sujeto de estudio, determinando sus características y propiedades, 
describiendo la forma en cómo se van narrando los hechos, sin embargo, no profundiza 
las causas de cómo se relacionan los sujetos. (p.5)  
El presente proyecto de investigación se encontró basado en el estudio de la realidad 
social, de los acontecimientos que se dan día a día, respecto a la violencia familiar, basado 
en antecedentes y en conocimientos de expertos que nos ayudarán a comprender los 
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hechos. Básicamente la investigación se basa en la teoría fundamentada, de nivel 
descriptivo – correlacional, puesto que no se requirió que los expertos estuvieran 
presentes al momento de narrar lo hechos que los precedieron, pero sí se contó con la 
información, la opinión y citas de los expertos, los mismos que fueron plasmados en la 
presente investigación.  
Así mismo se buscó descubrir teorías, conceptos, supuestos y propuestas de la recolección 
de datos adquirida, es así como nos vimos obligados a desprendernos de los 
conocimientos adoptados a lo largo de nuestra vida y centrarnos en los datos adquiridos 
en nuestra investigación.  
▪ Técnica – Entrevista a Jueces
Para Sampieri, Fernández, y Bautista, (2006), “La entrevista, permite que las personas a 
través de la comunicación puedan brindar una opinión, que nos permitirá el intercambio 
de información entre el entrevistado y el entrevistador, además que a través de los 
cuestionamientos se logra una comunicación y en engranaje de datos respecto a los hechos 
a tratar. La entrevista es la herramienta para recolectar datos y estas se emplean para 
obtener la información personal detallada”. (p. 59)  
▪ Instrumento – Guía de entrevista
La guía de entrevista preparada por el investigador busca plasmar los objetivos generales 
y específicos, mediante dichos actos se crearon cuestionamientos respecto a la 
investigación, el mismo que se les entrego a los expertos para que emitan un juicio de 
valor acorde a los hechos de investigación, con los que en su momento se conversó 
previamente, manifestando los motivos de la investigación y así concretar una reunión y 
puedan brindarnos sus conocimientos mediante nuestra guía de investigación.  
▪ Mapeamiento
Se eligió a la Corte superior de Lima como lugar para la recolectar la información y 
entrevistar a los expertos, así mismo se dará a conocer los conceptos recabados de los 
expertos, ya que mediante dichos datos obtenidos se podrá conocer la forma de cómo es 
el trabajo y la forma en que se llevan los casos, más aún los altos índices de violencia, la 
cual es materia de investigación. Así mismo se recabó información sobre los procesos de 
49 
violencia familiar, así como la carga procesal, las ventajas y desventajas de las medidas 
de protección o cautelares y las deficiencias del sistema judicial.  
2.3 RIGOR CIENTÍFICO 
Kerlinger (1979) "La investigación no experimental o expost-facto es cualquier 
investigación en la que resulta imposible manipular variables o asignar aleatoriamente a 
los sujetos o a las condiciones". (p. 116). 
El rigor científico es la investigación cualitativa, mediante ella se describieron hechos, 
criterios, énfasis, validez y planteamiento de las deducciones para contrastarlas con la 
realidad, así mismo el comparativo de teorías no consiste en descubrir hechos que las 
verifiquen. Si bien es cierto los hechos pueden contradecir a las teorías de tal forma que 
puede invalidarla.  
La presente investigación siguió un orden, una secuencia de forma correlativa, 
seguida de pasos y procedimientos detallados que se utilizaron, mediante ello se demostró 
la rigurosidad que lo caracterizó. Por ello fue necesario describir los recursos y 
procedimientos valederos y confiables de rigor científico orientados a la investigación, 
los mismos que sirvieron para encontrar resultados creíbles.  
2.4 ANÁLISIS CUALITATIVO DE LOS DATOS 
A lo largo de los años principalmente se utilizan en las ciencias sociales. Asimismo, 
Quintana, citando a Mejía (2006), señala que “La investigación cualitativa subraya las 
acciones de observación, el razonamiento inductivo y el descubrimiento de nuevos 
conceptos, dentro de una perspectiva holística”. (p.48)  
Cuando nos referimos a datos cualitativos, hablamos generalmente de textos, libros, 
tesis, artículos periódicos, películas, comedias, mensajes de correo electrónico, historias 
de vida; y también de narrativas, que se han utilizado para redactar el marco teórico, todo 
ello citado respectivamente por sus autores.  
Los datos recabados citan los problemas latentes en nuestra sociedad, es así como el 
investigador citó los hechos y las incógnitas de los problemas a estudiar, analizar y así 
encontrar una semejanza con las teorías y los diferentes medios de información. Solo así 
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se pudo descubrir los procesos, vivencias e impactos positivos y negativos de la 
información que se encontraron contenidos en los documentos elaborados por los sujetos. 
Los datos recabados en el campo de trabajo se constituyeron como la parte más 
importante de la investigación, puesto que nos sirvió para encaminar el trabajo de 
investigación y así se pudo incluir evidencias que fueron utilizadas como esquema y 
posteriormente se complementaron con nuevos alcances obtenidos mediante nuestra guía 
de entrevista.  
2.5 ASPECTOS ÉTICOS 
La investigación estuvo centrada a facilitar el acceso de información a las personas, 
brindando posibles soluciones ante los problemas jurídicos, así mismo mediante los datos 
obtenidos se podrán absolver las incógnitas sobre el sistema judicial y la forma en la que 
trabaja el personal a cargo.  
La información recabada de los expertos se realizó de forma segura y confiable, la 
misma que fue extraída mediante la guía de entrevista preparada, para ellos se realizó una 
entrevista personal, en la que ambas partes intercambian opiniones, dicha información 
quedará en absoluta reserva por parte del entrevistador y de los expertos, así mismo se 
solicitó que no se divulgue la información con los demás magistrados. 
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III. RESULTADOS
Resultados del Objetivo General: 
Los resultados de la técnica de entrevista vinculados al Objetivo General se 
establecen de la siguiente manera: 
Respecto a la primera pregunta de la entrevista: ¿Considera usted que las medidas 
de protección de la Ley 30364 genera efectos jurídicos en las víctimas de Violencia 
Familiar, Corte Superior de Lima 2018? 
▪ Entrevistado 1:
Caballero (2018) Considera q normalmente depende de las partes. 
▪ Entrevistado 2:
Huamán (2018) Considera que sí por las medidas de protección que se otorgan, éstas 
generan medidas cautelares futuras, las mismas que buscan salvaguardar la integridad 
física y psíquica de las víctimas. 
▪ Entrevistado 3:
Machaca (2018) Considera que si genera efectos jurídicos en las víctimas de Violencia 
Familiar puesto que a raíz de las medidas de protección otorgadas estas cuentan con 
resguardo policial ante cualquier acto violento futuro. 
▪ Entrevistado 4:
Miranda (2018) Considera que si, por cuanto las medidas de protección (Art. 22) Contiene 
efectos jurídicos que podrían afectar derechos reales sobre inmuebles (caso del agresor) 
o derechos de familia (Impedimento).
Objetivo General 
Determinar si la celeridad procesal afecta jurídicamente los procesos de 
violencia familiar, Corte Superior de Lima 2017. 
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▪ Entrevistado 5:
Monteza (2018) Considero efectivamente las medidas de protección de la Ley 30364 
generan efectos jurídicos en las víctimas toda vez que brindan tutela de protección y 
prevención para que los hechos de violencia ya sean física, psicológica u otra no vuelvan 
a suceder (Art. 22 de la Ley 30364). 
▪ Entrevistado 6:
Pillaca (2018) Considera que si, porque las medidas preventivas que toman (tenencia, 
régimen de visitas o pensión de alimentos) generan efectos jurídica en el demandado y/o 
denunciante. 
▪ Entrevistado 7:
De la Vega (2018) Considera que sí que abre medidas cautelares y al no cumplir con estas 
medidas pasaría a un proceso penal que es delito por desobediencia o resistencia a la 
autoridad. 
▪ Entrevistado 8:
Cubillas (2018) Considera que sí, porque al dictarse alguna medida de protección, las 
víctimas de la violencia están protegidas por mandato judicial, que debe ser cumplidas 
por el agresor y los organismos del Estado. 
▪ Entrevistado 9:
Esquivel (2018) Considera que sí, generan efectos jurídicos en las victimas, porque con 
estas están protegidas por resoluciones judiciales. 
▪ Entrevistado 10:
Canchapoma (2018) Considera que sí, puesto que los operadores de justicia trabajan de 
forma conjunta las víctimas de Violencia Familiar pueden acceder n o solo a las Medidas 
de Protección sino también a Medidas Cautelares, las misma que ayudarán a salvaguardar 
la integridad física y psíquica de las víctimas. 
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Respecto a la segunda pregunta de la entrevista: ¿Considera usted que el 
impedimento de acercamiento o aproximación a la víctima como medida de 
protección protege a las víctimas de Violencia Familiar? 
▪ Entrevistado 1:
Caballero (2018) Señala que si, en la medida que el agresor sea consciente, de lo contrario 
es continuada la agresión. 
▪ Entrevistado 2:
Huamán (2018) Señala que no necesariamente puesto que no contamos con un sistema 
policial continuo que proteja a la víctima. 
▪ Entrevista 3:
Machaca (2018) Señala que relativamente ya que existen muchos casos en las que el 
agresor no cumple con dicha medida de protección. 
▪ Entrevistado 4:
Miranda (2018) Señala que le parece que es una medida adecuada que tiene que ir 
aparejada con las rondas inopinadas que tiene que hacer la policía. 
▪ Entrevistado 5:
Monteza (2018) Considera que el impedimento de acercamiento de aproximación del 
agresor a la víctima sí protege a la víctima de violencia familiar, sin embargo, ello tiene 
que ir acompañado de otras medidas de protección que la fortalezcan sumando la 
intervención de los efectivos policiales con el empleo de rondas inopinadas, visitas, etc. 
▪ Entrevistado 6:
Pillaca (2018) Considera que si, porque su fin es salvaguardar la integridad física del 
recurrente (agraviados), pero existen muchos casos en que las medidas de protección no 
son ejecutadas, puesto que hubo un mal procesamiento, es decir, no se notificó de forma 
correcta, lo que conlleva a que la víctima quede desprotegida. 
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▪ Entrevistado 7:
De la Vega (2018) Afirma que sí, puesto que controla que no haya incremento de los 
índices de violencia familiar. 
▪ Entrevistado 8:
Cubillas (2018) Considera que sí, porque de alguna manera, esta medida restringe que el 
agresor tenga contacto con la víctima y de no cumplirse, se puede dictar una medida más 
gravosa. 
▪ Entrevistado 9:
Esquivel (2018) Refiere que sí, la protege, porque si el agresor no cumple con la medida 
de protección a favor de la víctima, puede ser denunciado por otros delitos. 
▪ Entrevistado 10:
Canchapoma (2018) Refiere que mantiene a la víctima lejos del agresor físicamente, pero 
se deben tomar otras medidas que resguarden otros aspectos la intimidad personal. 
Respecto a la tercera pregunta de la entrevista: ¿Considera usted que el 
incumplimiento de las medidas de protección genera efectos jurídicos como el delito 
de desobediencia a la autoridad dentro de los procesos de violencia familiar? 
▪ Entrevistado 1:
Caballero (2018) Señala que si, ante la reincidencia de los agresores, se presenta un nuevo 
escrito relatando hechos nuevos para que así se ejecuten las medidas de protección, 
posterior a ello la fiscalía es quien se encarga de la investigación y si se confirman los 
actos de violencia se deriva a un juzgado penal para que sean sentenciados penalmente. 
▪ Entrevistado 2:
Huamán (2018) Refiere que sí, porque cuando se da el incumplimiento, se remiten copias 
certificadas a la fiscalía para que entre en investigación. 
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▪ Entrevistado 3:
Machaca (2018) Señala que deberían de generar efecto o consecuencia jurídica si se 
concluye que el infractor o agresor no cumple con las medidas de protección. 
▪ Entrevistado 4:
Miranda (2018) Considera que sí, porque las medidas de protección se otorgan 
judicialmente y ante el incumplimiento de la orden judicial es posible que se cometa el 
delito, conforme lo señala Art. 24 de la Ley 30364 
▪ Entrevistado 5:
Monteza (2018) Señala que por supuesto el incumplimiento de las medidas de protección 
genera efectos jurídicos como el delito de desobediencia a la autoridad ya que al no 
cumplir el agente (agresor) con las medidas de protección desobedece una orden judicial. 
▪ Entrevistado 6:
Pillaca (2018) Señala que si, porque el agresor al no cumplir las medidas de protección 
es denunciado por desacato y desobediencia a la autoridad siempre y es ahí donde se 
solicita la ejecución de las medidas de protección en favor de la víctima. 
▪ Entrevistado 7:
De la Vega (2018) Refiere que así es, ya que en los procesos de violencia familiar es una 
juez de familia quien se encarga de emitir una sentencia firme, por ende el que no dé 
cumplimiento a dicha sentencia se le apertura un proceso por desacato y desobediencia a 
la autoridad, más aun porque lo que se quiere evitar son mas feminicidios en nuestra 
sociedad. 
▪ Entrevistado 8:
Cubillas (2018) Refiere que, No cumplir con una medida de protección por parte del 
violador, no solo comete el delito de desobediencia a la autoridad, sino también el de 
desacato a una resolución judicial. 
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▪ Entrevistado 9:
Esquivel (2018) Refiere que sí, porque sí el agresor incumple una medida de protección, 
comete delito de desacato y de desobediencia a la autoridad y al cumplimiento de una 
resolución judicial. 
▪ Entrevistado 10:
Canchapoma (2018) Considera que sí, porque al ser una medida dictada por el juez del 
caso (Investigación Preparatoria o el Unipersonal) debe ser respetado y cumplido. 
Respecto a la cuarta pregunta de la entrevista: ¿Consideraría usted la vigencia e 
implementación de las medidas de protección se encuentra debidamente regulada 
en la Ley 30364? 
▪ Entrevistado 1:
Caballero (2018) Señala que sí, en la medida de ambas partes acaten las medidas de 
protección emitidas por los juzgados de familia. 
▪ Entrevistado 2:
Huamán (2018) Señala que sí, pero en parte ya que debido a la carga procesal esto no se 
cumple, y también porque los operadores de justicia no cumplen con prestar de forma 
oportuna acceso a la justicia, como lo es en el caso de la PNP. 
▪ Entrevistado 3:
Miranda (2018) Señala que sí pero que debería ser reforzada por los órganos encargados 
de impartir justicia. 
▪ Entrevistado 4:
Miranda (2018) Señala que la Ley establece una vigencia de las medidas de protección, 
pero debe entenderse en concordancia con el objeto de la Ley que su vigencia está 
supeditada el riesgo en la víctima Art. 23° Decreto Legislativo 1386. 
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▪ Entrevistado 5:
Monteza (2018) Considera que sí, ya que actualmente con el decreto legislativo 1386 se 
amplía la vigencia de estas a criterio del juez que les dicta en virtud de víctima y las 
medidas implementadas si están debidamente reguladas según mi apreciación. 
▪ Entrevistado 6:
Pillaca (2018) Considera que no, porque hay ciertos vacíos en esa Ley, así mismo las 
medidas cautelares que se puedan imponer son por un tiempo determinado. 
▪ Entrevistado 7:
De la Vega (2018) Considera que actualmente contamos con modificaciones como lo es 
el decreto legislativo 1386, el mismo que asegura que las medidas de protección sean de 
obligatorio cumplimiento. 
▪ Entrevistado 8:
Cubillas (2018) Considero que si, como también lo están en el Decreto Supremo 009-
3016-MIMP. 
▪ Entrevistado 9:
Esquivel (2018) Considero que, aún faltan regularse más, tanto en la Ley como en su 
reglamento. 
▪ Entrevistado 10:
Canchapoma (2018) Refiere que no debería de haber modificaciones que lo hagan más 
eficaz y viable para las partes del proceso. 
Resultados del Objetivo Específico 1: 
Los resultados de la técnica de entrevista vinculados al Objetivo específico 1 se 
establecen de la siguiente manera: 
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Respecto a la quinta pregunta de la entrevista: ¿Considera usted que está afectada 
la celeridad procesal en los procesos de violencia familiar? Fundamente. 
▪ Entrevistado 1:
Caballero (2018) Refiere que, al tener poco tiempo previo a la resolución, las 
notificaciones no llegan en el momento preciso y en el tiempo estipulado. 
▪ Entrevistado 2:
Huamán (2018) Considera que sí, porque las víctimas no cuentan con las medidas de 
protección en el momento debido, siendo así que están expuestas a cualquier tipo de 
maltrato. 
▪ Entrevistado 3:
Machaca (2018) Considera que no se podría precisar en líneas generales, empero, tengo 
conocimiento que muchas víctimas de violencia familiar no se les ha atendido con la 
celeridad posible. 
▪ Entrevistado 4:
Miranda (2018) Refiere que la Ley tiene por objeto prevenir toda forma de violencia, ello 
implica que debe existir celeridad, es decir una respuesta inmediata ya que la víctima se 
encuentra en situación de vulnerabilidad. 
▪ Entrevistado 5:
Monteza (2018) Considera que sí, ya que se tiene mucha carga procesal y eso limita 
responder a la brevedad los casos de violencia familiar, sin embargo, damos prioridad a 
estos casos, cumpliendo plazos, ampliando nuestras horas de labores. 
Objetivo Específico 1 
Determinar si la celeridad procesal afecta jurídicamente los procesos de 
violencia familiar, Corte Superior de Lima 2017. 
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▪ Entrevistado 6:
Pillaca (2018) Expresa que no, porque se debe tutelar y salvaguardar a la agraviada en el 
instante que se procedan los hechos para así evitar a futuras otras denuncias. 
▪ Entrevistado 7:
De la Vega (2018) Considera que debido a la caga procesal varios casos se demoran en 
resolver, sin embargo, creo que deberían dar prioridad a los temas más comentados y que 
son de violencia familiar. 
▪ Entrevistado 8:
Cubillas (2018) Según la Ley y su Reglamento, los procesos de Violencia Familiar son 
de rápida actuación, bajo responsabilidad funcional, más aún cuando se encuentra en 
peligro la vida, salud e integridad de la víctima. 
▪ Entrevistado 9:
Esquivel (2018) Refiere que no, en los casos de violencia familiar la celeridad procesal 
es fundamental, para proteger la vida e integridad de las víctimas. 
▪ Entrevistado 10:
Canchapoma (2018) Considera que no dependería más de la carga procesal que pudiera 
afectar el principio de celeridad. 
Respecto a la sexta pregunta de la entrevista: ¿Considera usted que los operadores 
del sistema judicial no cumplen con los plazos estipulados en la Ley 30364 y eso 
afecta la celeridad procesal en los procesos de violencia familiar? 
▪ Entrevistado 1:
Caballero (2018) Refiere que sí, que se da prioridad en resolver y rectificar o remitir a la 
fiscalía provincial penal corporativa o juzgados de paz letrado luego de haber sido 
resuelto (Auto Final). 
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▪ Entrevistado 2:
Huamán (2018) Considera que no necesariamente, los operadores de justicia tratamos de 
cumplir con emitir las medidas de protección, pero la carga procesal no ayuda. 
▪ Entrevistado 3:
Machaca (2018) Considera que, el poder judicial al menos desde mi despacho se trata de 
cumplir los plazos previstos en la Ley 30364. 
▪ Entrevistado 4:
Miranda (2018) Señala que, en esta Corte se ha implementado un proyecto piloto, en que 
los jueces nos hemos comprometido a dar celeridad a estos casos. 
▪ Entrevistado 5:
Monteza (2018) Considera que se está poniendo bastante empeño para cumplir con los 
plazos estipulados y claro está que el retraso de estos procesos afectaría la celeridad 
procesal de los procesos de violencia familiar. 
▪ Entrevistado 6:
Pillaca (2018) considera que, en su mayoría no se cumplen debido a la carga procesal que 
hay en ciertos sectores como la PNP, medicina legal, poder judicial, etc. 
▪ Entrevistado 7:
De la Vega (2018) Indica que, así como lo mencione anteriormente la carga procesal 
demora en atender los casos, sin embargo, las autoridades deben priorizar los temas de 
violencia familiar. 
▪ Entrevistado 8:
Cubillas (2018) Considera que sí, es de público conocimiento que en el Poder Judicial los 
plazos procesales no se cumplen. 
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▪ Entrevistado 9:
Esquivel (2018) Refiere que Si, los operadores de justicia no cumplen con los plazos 
procesales lo que afecta la celeridad de los procesos por violencia familiar. 
▪ Entrevistado 10:
Canchapoma (2018) Considera que sí, los operadores de justicia no cumplen con los 
plazos lo que afecta la celeridad y economía procesal, sumado a ello la carga afecta las 
garantías procesales. 
Respecto a la séptima pregunta de la entrevista: ¿Cuáles considera usted que 
serían los motivos de la deficiencia en la celeridad procesal en los casos de violencia 
familiar? 
▪ Entrevistado 1:
Caballero (2018) Considera que, debe ser el acto de notificación oportuna y la excesiva 
carga procesal. 
▪ Entrevistado 2:
Huamán (2018) Considera que, la mala coordinación entre los operadores de justicia y la 
deficiencia o falta de profesionalismo de algunos. 
▪ Entrevistado 3:
Machaca (2018) Considera que el tema de la celeridad procesal es un problema latente en 
el sistema judicial puesto que no se atienden todas las demandas en el plazo estipulado 
debido a la carga procesal. 
▪ Entrevistado 4:
Miranda (2018) Considera que, el motivo de la deficiencia de la celeridad procesal es la 
carga procesal, y la falta de personal ya que no se dan a vasto con todas las denuncias que 
llegan a los juzgados, puesto que no solo se encargan de ver casos de Violencia Familiar 
sino también casos de Familia en general. 
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▪ Entrevistado 5:
Monteza (2018) Considera que la deficiencia de la celeridad procesal sería la demanda de 
los casos, que es demasiada, la carga procesal y la falta de juzgados que netamente se 
encarguen de absolver casos de violencia familiar. 
▪ Entrevistado 6:
Pillaca (2018) Señala que la deficiencia de la celeridad procesal se debe a las evaluaciones 
psicológicas o el reconocimiento médico legal ya que con eso se procedería a evaluar la 
afectación del agraviado o agraviada. 
▪ Entrevistado 7:
De la Vega (2018) Señala que al existir demasiados casos de violencia familiar hace que 
se junten los procesos y sea más tedioso brindar la protección a las víctimas. 
▪ Entrevistado 8:
Cubillas (2018) Refiere que, existen varios, desde la inoperancia de los operadores de 
Justicia hasta la corrupción en los órganos del estado, llámese Poder Judicial, Ministerio 
Publico y Policía Nacional. 
▪ Entrevistado 9:
Esquivel (2018) Refiere que, son varios, como la Corrupción, la inoperancia de los 
órganos de justicia, la indiferencia de algunas autoridades, como también a que las 
víctimas no denuncian este tipo de delitos. 
▪ Entrevistado 10:
Canchapoma (2018) Refiere que sólo de carácter administrativo para la carga procesal. 
Resultados del Objetivo Específico 2: 
Los resultados de la técnica de entrevista vinculados al Objetivo específico 2 se 
establecen de la siguiente manera: 
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Respecto a la octava pregunta de la entrevista: ¿Considera usted que las medidas de 
protección regulan las medidas cautelares a favor de las víctimas de violencia 
familiar? 
▪ Entrevistado 1:
Caballero (2018) Señala que sí, porque las medidas de protección son otorgadas cuando 
se comprueba la existencia de violencia y desde ese momento el juzgado protege a la 
víctima otorgándoles medidas cautelares para salvaguardar los interese de las víctimas. 
▪ Entrevistado 2:
Huamán (2018) Considera que sí, porque al comprobarse los actos de violencia se generan 
dichas medidas cautelares como resguardo a sus intereses. 
▪ Entrevistado 3:
Machaca (2018) Indica que se debe dejar en claro que las medidas de protección y las 
medidas cautelares son totalmente distintas y ellas se encuentran reguladas en la Ley 
30364 y su reglamento. 
▪ Entrevistado 4:
Miranda (2018) Indica que sí, es posible que como medida cautelar se ordene una pensión 
de alimenticia, cuando además se ha dispuesto el retiro del agresor, con la finalidad de o 
desamparar a la víctima a los integrantes del grupo familiar. 
▪ Entrevistado 5:
Monteza (2018) Considera que sí, ya que las medidas de protección activan una serie de 
mecanismos como es de la tutela cautelar a fin de lograr que la decisión final. 
Objetivo específico 2 
Determinar si las medidas de protección regulan medidas cautelares a favor de 
las víctimas de violencia familiar, Corte Superior de Lima 2017.
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▪ Entrevistado 6:
Pillaca (2018) Refiere que sí porque de alguna u otra manera se cautela un derecho en 
una vía mucho más rápida ya sea en los procesos de tenencia y/o alimentos. 
▪ Entrevistado 7:
De la Vega (2018) Refiere que sí, con las modificaciones se buscan de dar solución a los 
índices de violencia familiar así mismo salvaguardar los intereses de las víctimas. 
▪ Entrevistado 8:
Cubillas (2018) Refiere que, Las medidas de protección, y las medidas cautelares tienen 
distinto fin y las dos están reguladas en la Ley y su reglamento. 
▪ Entrevistado 9:
Esquivel (2018) Refiere que, Tanto las medidas de protección como las medidas 
cautelares, son a favor de las víctimas y están reguladas en la Ley y su reglamento. 
▪ Entrevistado 10:
Canchapoma (2018) Considera que no regulan las medidas cautelares, las primeras son 
de carácter personal de la víctima y los segundo aseguran el futuro proceso (Alimentos). 
Respecto a la novena pregunta de la entrevista: ¿Considera usted que la emisión de 
las medidas cautelares resguarda las pretensiones de las víctimas dentro de los 
procesos de violencia familiar? 
▪ Entrevistado 1:
Caballero (2018) Considera que, en la mayoría de los casos esto no sucede, porque tanto 
al agresor y agraviado no acatan las medidas de protección, como por ejemplo que no 
concurren s los centros especializados para recabar los oficios para someterse a las 
pericias de Ley. 
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▪ Entrevistado 2:
Huamán (2018) Sostiene que sí, porque no habría oportunidad para que el demandado 
niegue los actos una vez comprobada la figura delictiva. 
▪ Entrevistado 3:
Machaca (2018) Considera que sí, porque habiéndose comprobado los actos de violencia 
como medida de seguridad ante los hechos la víctima solicita de manera accesoria 
resguardar los intereses de los integrantes del vínculo familiar. 
▪ Entrevistado 4:
Miranda (2018) Refiere que sí, es lo que se pretende al dictar medidas cautelares, todo 
depende de que la víctima reciba terapia psicológica y logre superar los problemas, 
muchas veces la dependencia con el agresor hace que no dé inicio al procedimiento y por 
ende perdone al agresor y nuevamente está expuesta a que sea violentada. 
▪ Entrevistado 5:
Monteza (2018) Considera que sí, ya que al amparase las medidas cautelares como 
pretensión de alimentos, régimen de visitas, etc. U otros aspectos conexos que sean 
necesarios, garantizando el bienestar de las víctimas a fin de evitar contacto con el agresor 
para el cumplimiento de estas. 
▪ Entrevistado 6:
Pillaca (2018) Refiere que sí, porque si la agravada va por una vía judicial, que 
normalmente es por conducto regular esto tardaría más tiempo debido a la excesiva carga 
procesal en los juzgados. 
▪ Entrevistado 7:
De la Vega (2018) Considera que sí, ya que un mecanismo que ayude a proteger a las 
víctimas de violencia familiar. 
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▪ Entrevistado 8:
Cubillas (2018) Refiere que sí, al dictarse una medida cautelar a pedido de parte o de 
oficio, la víctima de alguna manera se encuentra protegida frente al agresor. 
▪ Entrevistado 9:
Esquivel (2018) Refiere que Si, las medidas cautelares cuando son solicitadas de parte 
resguardan a las víctimas. 
▪ Entrevistado 10:
Canchapoma (2018) Refiere que las medidas cautelares aseguran un futuro proceso muy 
diferente al de violencia familiar, son diferentes las pretensiones. 
Respecto a la décima pregunta de la entrevista: ¿Considera usted que el 
otorgamiento de las medidas cautelares es necesario para garantizar el bienestar de 
las víctimas dentro de los procesos de violencia familiar? 
▪ Entrevistado 1:
Caballero (22018) Considera que sí, porque ayuda a que las víctimas de violencia familiar 
puedan iniciar los procesos de forma paralela y así salvaguardar los intereses del grupo 
familiar. 
▪ Entrevistado 2:
Huamán (2018) Considera que sí, porque buscamos el bienestar de las víctimas y de su 
entorno familiar. 
▪ Entrevistado 3:
Machaca (2018) Refiere que sí, siempre y cuando el caso lo requiera y se configure una 
figura delictiva, puesto que ha habido casos en que las supuestas víctimas solo presentan 
una denuncia para perjudicar a su conyugue, es por ello que la fiscalía es quien se encarga 
de realizar la investigación debida y confirmar si existe o no violencia, 
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▪ Entrevistado 4:
Miranda (2018) Refiere que sí es necesario para salvaguardar la integridad física y 
psicológica de la víctima. 
▪ Entrevistado 5:
Monteza (2018) Considera que sí, son necesarias para garantizar e bienestar de las 
víctimas dentro de los procesos de violencia familiar, en consecuencia, requieren la 
atención pronta y oportuna. 
▪ Entrevistado 6:
Pillaca (2018) Refiere que sí, porque una forma de garantizar y salvaguardar la integridad 
de la persona, pero todo de la mano de la Policía Nacional del Perú ya que ellos son los 
encargados de ejecutar dichas medidas de protección. 
▪ Entrevistado 7:
De la Vega (2018) Considera que sí, ya que las medidas cautelares sirven para resguardar 
los intereses de las víctimas de forma paralela a las medidas de protección. 
▪ Entrevistado 8:
Cubillas (2018) Considera que, Las Medidas Cautelares son necesarias para garantizar la 
integridad física y emocional de las víctimas. 
▪ Entrevistado 9:
Esquivel (2018) Considera que no solo son necesarias, sino también deben ser dictadas 
de oficio a favor de las víctimas, con esto se garantiza el bienestar personal y emocional 
de las víctimas. 
▪ Entrevistado 10:
Canchapoma (2018) Refiere que podría aplicarse en el futuro proceso ya que garantiza 
una futura resolución favorables a la víctima de violencia. 
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IV. DISCUSIÓN
En los últimos años se ha incrementado el problema social de La violencia familiar, 
es un tema que afecta no solo a nuestro país sino al mundo entero, miles de mujeres y 
niños son agredidos tanto física como psicológicamente por sus agresores. Los factores 
que contribuyen a dichos actos son innumerables, el mismo que se considera como un 
fenómeno que afecta a la sociedad, puesto que atenta contra los derechos fundamentales 
de la persona. 
Para este capítulo se dispuso a considerar los resultados obtenidos en los trabajos 
previos, los conceptos teóricos del marco teórico, las entrevistas realizadas y el análisis 
de Informes, de derecho comparado y jurisprudencial, analizados en el presente trabajo 
de investigación, de la siguiente forma: 
Para basarnos en hechos y no en supuestos abordamos a expertos en el tema y 
mediante el instrumento de investigación (Guía de Entrevista) se recabo información de 
los mismos operadores de justicia, los mismos que adoptan conocimientos a lo largo de 
su vida profesional. 
OBJETIVO GENERAL 
Determinar de qué manera las medidas de protección de la Ley 30364 
generan efectos jurídicos en las víctimas de violencia familiar, Corte Superior 
de Lima 2017. 
SUPUESTO GENERAL 
La ejecución de las medidas de protección de la ley 30364 generan efectos 
jurídicos en las víctimas de Violencia Familiar, Corte Superior de Lima 2017, 
porque con la emisión de las medidas de protección se otorgan de oficio o a 
pedido de la víctima medidas cautelares para salvaguardar la integridad física 
y psíquica de las víctimas, en caso de incumplimiento o resistencia de las medidas 
de protección se estaría cometiendo el delito de desobediencia o resistencia a la 
autoridad. 
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Se reafirma que, las medidas de protección generan efectos jurídicos como lo es el 
otorgamiento de las medidas cautelares para asegurar de forma anticipada la pretensión 
de las víctimas, estas pueden ser de alimentos, régimen de visitas, tenencia, etc. Así 
mismo que de no cumplirse con respetar las medidas otorgada por los juzgados de familia 
se procederá a dar inicio al proceso por desacato y desobediencia a la autoridad. 
OBJETIVO ESPECÍFICO I 
Determinar si la celeridad procesal afecta jurídicamente los procesos de 
violencia familiar, Corte Superior de Lima 2017. 
SUPUESTO ESPECÍFICO I 
La Celeridad procesal afecta jurídicamente los procesos de violencia 
familiar, Corte Superior de Lima 2017, porque al dilatar los procesos de 
violencia las víctimas no cuentan con las medidas de protección y siguen siendo 
expuestas a que se generen nuevos actos o a un delito mayor. 
El juicio de expertos realizado arroja como resultados respecto a que si la celeridad 
procesal afecta jurídicamente los procesos de violencia familiar refieren conjuntamente 
que uno de los principales problemas en el sector judicial es la excesiva carga procesal, 
la misma que no permite que se puedan atender las denuncias en el plazo que estipula la 
Ley, por ende, no se pueden emitir las resoluciones otorgando las medidas de protección 
dejando así a las víctimas en completo desamparo. 
Es así que los operadores de justicia sostienen que impartir justicia a través de sus 
órganos jurisdiccionales es un trabajo en conjunto con la PNP y el área de medicina legal, 
para que lo actuado al inicio del proceso llegue en el tiempo preciso y así puedan agilizar 
el trámite correspondiente y poder judicial de configurarse la figura delictiva se puedan 
otorgar las medidas cautelares a quien o requiera y en el tiempo prudente. 
El Estado frente a esta situación, a través de la Ley de protección frente a la violencia 
familiar ha creado órganos competentes descentralizados para así poder realizar un 
seguimiento exhaustivo y regular de forma inmediata los actos de violencia a favor de 
las víctimas, buscando la disminución del porcentaje de actos de violencia. En muchos 
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casos las víctimas no tienen acceso a procesos eficaces al momento de denunciar los 
hechos, por ende, ven lejana la idea de contar con un debido proceso y una tutela 
jurisdiccional efectiva, produciéndose así la vulneración de sus derechos. 
OBJETIVO ESPECÍFICO II 
Determinar si las medidas de protección regulan medidas cautelares a favor 
de las víctimas de violencia familiar, Corte Superior de Lima 2017. 
SUPUESTO ESPECÍFICO II 
Las medidas de protección regulan las medidas cautelares a favor de las 
víctimas de violencia familiar, Corte Superior de Lima 2017, porque se busca 
resguardar las pretensiones e intereses de las víctimas para que puedan llevar 
una vida digna. 
Los problemas de violencia familiar son cada vez mayores, cada día se observa como 
el número de víctimas se incrementa, por ende, nos preguntamos que está fallando en 
nuestro sistema judicial, quizá Las medidas de protección no son debidamente aplicadas, 
puesto que los agresores infringen la ley, burlándose de la justicia y volviendo a ejercer 
algún tiempo de violencia en contra de sus víctimas. 
Es así que debido a los altos índices de violencia familiar la Ley 30364 busca 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia a la mujer y a los integrantes del grupo 
familiar, pero debido a la excesiva carga procesal las denuncias no son atendidas a 
tiempo, lo cual conlleva a que las víctimas se encuentren en un total abandono y 
vulnerables a que sean sometida a que se configure un delito mayor. 
Para finalizar, podemos asegurar que la responsabilidad recae en el sistema judicial 
encargado de impartir justicia a través de sus órganos jurisdiccionales, puesto que ellos 
son quienes recepcionan la denuncia y debería de actuar conforme lo estipula la Ley, 
respetando los plazos correspondientes y así proteger a las víctimas de nuevos hechos 
que puedan configurar un delito mayor. 
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V. CONCLUSIONES
▪ Dentro de los procesos de violencia familiar aún existen deficiencias en la
actuación de los operadores de justicia, puesto que por diferentes factores no
pueden cumplir con los plazos estipulados en la Ley 30364 y su reglamento, por
ende, el índice de víctimas cada vez resulta siendo mayor.
▪ La celeridad procesal se ve afectada dentro de los procesos de violencia familiar
puesto que los plazos no se cumplen debido a la carga procesal en los juzgados,
así como la falta de coordinación entre los operadores de justicia dejando así a
las víctimas en un estado vulnerable, sometidas a que se susciten nuevos actos en
su contra.
▪ Las medidas cautelares resguardan los intereses de la víctima como el de los
integrantes del grupo familiar que se encuentran en estado vulnerable, las mismas
que son emitidas en la etapa de protección a la víctima, es por ello que se busca
una pronta actuación, y que estas cautelares sean otorgadas con mayor celeridad.
▪ Dentro de la etapa de protección, se precisa que el objetivo principal de la Ley es
proteger a la víctima, es así que al emitir las medidas de protección y/o cautelares




▪ La Ley 30364 y el reglamento de esta respecto a la protección a las víctimas de
violencia familiar deben tener la misma idea respecto a los plazos para una pronta
actuación y así las víctimas no se encuentren en una situación vulnerable,
sometidas a que vuelvan a ser violentadas por sus agresores.
▪ Respecto a la celeridad procesal, deberían descentralizar y crear un centro que se
dedique netamente a la recepción de las denuncias y de actuación inmediata, ya
que, al saturar a los juzgados de familia, al equipo multidisciplinario y el área de
medicina legal lo único que hacemos es saturar al sector judicial, por ende, las
denuncias no son atendidas en el plazo previsto por la Ley.
▪ La norma debería de ser más severa con los agresores en a los agresores en cuento
a los casos de violencia familiar ya que el agresor seguirá ejerciendo violencia en
contra de la víctima y al no ser atendida en el plazo correspondiente puede
terminar configurándose el delito de homicidio.
▪ El Estado no solo debe de contar con instituciones que participen y apoyen en la
actuación de las denuncias en los juzgados de familia sino también deberían de
crear una entidad que les brinde el apoyo para que puedan superar y afrontar estos
actos de violencia que vienen atravesando.
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GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
NOMBRE DEL INSTRUMENTO: EXP. N ° 01055-2016-PHC/TC  
NOMBRE DEL DEMANDANTE: CÉSAR ELEAZAR GOICOCHEA LLATAS 
AÑO: 2016 
OBJETIVO GENERAL 
Como podemos precisar en el EXP. N ° 01055-2016-PHC/TC las medidas de protección 
a favor de las víctimas de violencia de familiar generan efectos jurídicos en la misma que 
MARCAR 
ÍTEM SI NO 
El recurrente refiere que por hechos ocurridos el 23 de junio de 2013, 
el representante de la Fiscalía Provincial Civil y de Familia de Jaén 
interpuso en su contra demanda de violencia familiar por maltrato físico. 
Este proceso concluyó con la sentencia de fecha 23 de enero de 2015, que 
estableció medidas de protección a favor de la agraviada; entre estas, que 
se abstenga de causar a la agraviada cualquier acto de violencia familiar 
física o psicológica, y fijó la reparación del daño ocasionado. Esta 
sentencia fue declarada consentida mediante Resolución 11, de fecha 30 
de marzo de 2015 expedida por el Primer Juzgado Civil de Jaén 
(Expediente 00190-2013-0-1703-JR-FC-01). Indica que, por los mismos 
hechos, la Segunda Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Jaén emitió 
requerimiento acusatorio en su contra por la presunta comisión del delito 
de lesiones leves por violencia familiar, instaurándosele un proceso penal 
que finalizó con la sentencia condenatoria y su confirmatoria 
cuestionadas en autos (Expediente 00512-2013-0-1703-JR-PE-02). 
X 
Determinar de qué manera las medidas de protección de la Ley 30364 generan 
efectos jurídicos en las víctimas de violencia familiar, Corte Superior de Lima 2017. 
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se demuestra la agresión física por parte de su agresor, es por ello por lo que el 23 de 
enero de 2015 se le otorgaron medidas de protección, las mismas que indican que el 
agresor se abstenga de realizar algún tipo de violencia física o psicológica, asimismo se 
fija una reparación por los daños causados. La fiscalía penal o mixta como titular de la 
acción penal inicia la investigación apenas tome conocimiento de los hechos, procede 
según las disposiciones en la Ley Orgánica del Ministerio Público, en el Código Procesal 
Penal promulgado por el Decreto Legislativo 957, en el código de procedimientos 
penales y otras normas sobre la materia. 
Si bien es cierto, en el transcurso de la investigación, así como se pueden esclarecer 
los hechos también puede existir una probabilidad en que solo se configuren como faltas, 
cuando se den estos casos la fiscalía remite las copias de lo actuado al Juzgado de Paz 
Letrado. 
Calderón (2006) Refiere que, El acto procesal más importante pues es la expresión 
de condición sobre el caso concreto. En ella se declara si existe o no un hecho típico o 
punible, además se atribuye la responsabilidad de una o varias personas y se les impone 
la pena o medida de seguridad que corresponda según sea el caso”. (p. 173) 
La Fiscalía Penal tiene la atribución de emitir las medidas de protección a las víctimas 
de violencia familiar conforme a los Artículos 247° y siguientes del Código Procesal 
Penal y así mismo solicitar la asistencia y respaldo del Programa de Protección y 
asistencia a la víctimas y testigos. 
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GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
NOMBRE DEL INSTRUMENTO: CAS. Nº 3849-2013 
NOMBRE DEL DEMANDANTE: REBECA JOAQUINA VELAZCO CARPIO 
AÑO: 2014 
OBJETIVO ESPECÍFICO 1 
MARCAR 
ÍTEM SI NO 
Que, el debido proceso formal constituye una garantía constitucional 
que asegura que, en la tramitación de un proceso, se respeten unos 
determinados  
requisitos mínimos. Tales requisitos, que han sido objeto de discusión, 
en general se considera que abarcan los siguientes criterios: (i) Derecho a 
ser oportunamente informado del proceso (emplazamiento, notificación, 
tiempo 
razonable para preparar la defensa); (ii) Derecho a ser juzgado por un 
juez imparcial, que no tenga interés en un determinado resultado del 
juicio; (iii) Derecho a tramitación oral de la causa y a la defensa por un 
profesional (publicidad del debate); (iv) Derecho a la prueba; (v) Derecho 
a ser juzgado 
sobre la base del mérito del proceso; y, (vi) Derecho al juez legal. 
Derecho fundamental que asiste a todos los sujetos de derecho a plantear 
sus pretensiones o a ser juzgados por auténticos órganos jurisdiccionales, 
creados mediante Ley Orgánica, pertenecientes al Poder Judicial. 
X 
Determinar si la celeridad procesal afecta jurídicamente los procesos de violencia 
familiar, Corte Superior de Lima 2017. 
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Respecto a la CAS. Nº 3849-2013 hace referencia a la importancia de la celeridad 
procesal en los casos de Violencia Familiar, puesto que se ven vulnerados los derechos 
de la víctima y de las personas que se encuentre en situación vulnerable. 
Es así como la Constitución Política del Perú, es la norma de mayor rango jerárquico. 
Siendo así debemos tener en cuenta que en su artículo 1 expresamente señala: 
“la defensa de la persona humana y respecto de su dignidad, son el fin supremo de 
la sociedad y del Estado”. 
Así mismo podemos referirnos a los artículos 377° y 378° del Código Penal, los 
mismos que refieren que: 
“El funcionario público que, ilegalmente, omite, rehúsa o retarda algún 
acto de su cargo será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de 
dos años y con treinta a sesenta días-multa. Cuando la omisión, 
rehusamiento o demora de actos funcionales esté referido a una solicitud 
de garantías personales o caso de violencia familiar, la pena será privativa 
de libertad no menor de dos ni mayor de cinco”. 
“El policía que rehúsa, omite o retarda, sin causa justificada, la 
prestación de un auxilio legalmente requerido por la autoridad civil 
competente será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de dos 
años. Si la prestación de auxilio es requerida por un particular en situación 
de peligro, la pena será no menor de dos ni mayor de cuatro años. La pena 
prevista en el párrafo segundo se impondrá, si la prestación de auxilio está 
referida a una solicitud de garantías personales o un caso de violencia 
familiar”. 
Como podemos precisar en los artículos citados, hace referencia a las sanciones que 
se aplicarán a los operadores de justicia que dilaten o rehúsen a recepcionar las denuncias 
de violencia familia y en otorgar las medidas de protección a las víctimas e integrantes 
del grupo familiar, afectando de esta forma la celeridad procesal, dejando a las víctimas 
en estado de abandono. 
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GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
NOMBRE DEL INSTRUMENTO: EXP. 13460-2016-0-1801-JR-FT-15 




ÍTEM SI NO 
Que, conforme lo establece el Artículo 16° de la presente norma, 
corresponde dictar las medidas de protección inmediatas que la situación 
exija y que garanticen la integridad física, psíquica y moral de la víctima, 
para cuyo efecto, se evaluará la situación de riesgo del presunto 
agraviado, acordes a los hechos y a las medidas más efectivas posibles, 
sin afectar los derechos fundamentales de los agresores, a ello no debemos 
olvidar que nos encontramos ante medidas de protección de naturaleza 
provisoria, en donde la verosimilitud del derecho que asiste a la víctima, 
sólo debe tener APARIENCIA o FORMA EXTERIOR de verdadero; es 
decir, que esté a nivel de investigación judicial, sólo es necesario que el 
Juez, se persuada que el derecho de la víctima sea VEROSÍMIL, en tanto 
que para la decisión definitiva, sentencia que será dictada por el Juzgado 
Penal o Juzgado de Paz Letrado en materia de faltas, conforme lo 
establece el Artículo 40° del Decreto Supremo N° 009-2016-MIMP, 
Reglamento de la Ley N° 30364, es menester que haya certeza en el 
derecho invocado  no obstante a lo esbozado, se deberá proceder de 
acuerdo a lo normado por la Ley N° 30364, al haber introducido 
X 
Determinar de qué manera las medidas de protección de la Ley 30364 generan 
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El presente expediente 13460-2016-0-1801-JR-FT-15 refiere que las medidas de 
protección generan efectos jurídicos respecto a la Ley 30364 y al Art. 55° del reglamento 
N° 009-2016-MIMP, el mismos que refiere que, “Las medidas de protección dictadas 
en sentencia condenatoria que comprendan una obligación de hacer o no hacer para 
la persona procesada, tienen la calidad de reglas de conducta, sin prejuicio de lo 
señalado en el Art. 24° de la Ley”. 
Si bien es cierto lo que la Ley pretende es que las medidas de protección tomen una 
calidad de norma siempre que estas hayan sido otorgadas en las sentencias condenatorias 
emitidas por el Juez Penal o Juzgado de Paz Letrado. 
En el supuesto caso que el condenado incumpla con las medidas de protección 
otorgadas a favor de las víctimas, podrá disponerse que cualquier suspensión de la pena 
privativa de la libertad interpuesta en su contra, sea modificada y sea declarada como 
pena efectiva. 
Es así como el Art. 24 de la Ley 30364, el mismo que establece que: “El que 
desobedece, incumple o resiste una medida de protección dictada en un proceso 
originado por hecho que configuran actos de violencia contra las mujeres o contra los 
integrantes del grupo familiar, comete delitos de resistencia o desobediencia a la 
autoridad previsto en el código penal”. 
modificaciones en la Segunda Disposición Complementaria 
Modificatoria que tipifican como delito de lesiones los hechos 
constitutivos de violencia familiar, y la circunstancia agravante 
cualificada por abuso de parentesco, disponiendo que una vez dictada o 
no la medida de protección por el Juez de Familia, lo actuado deberá 
remitirse al Fiscal Provincial Penal para las investigaciones e inicio del 
proceso penal por iniciar o que se hubiere iniciado y posterior proceso 
penal, de aplicación del Principio de Legalidad son aplicables a los hechos 
de violencia familiar ocurridos desde la vigencia de la norma. 
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GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
NOMBRE DEL INSTRUMENTO: Exp. 00117-2016-0-1308-JR-FC-01 
NOMBRE DEL DEMANDANTE: BASTERES COSME, JANETT MARCELA 
AÑO:  
OBJETIVO ESPECÍFICO 2 
Las medidas cautelares tienen como finalidad el asegurar el bien y objeto de la 
pretensión, impidiendo que esta sea inalcanzable. De este modo se concluye que la 
finalidad fundamental y la propia razón de ser de toda medida cautelar, es la de asegurar 
de forma anticipada y en menor tiempo, la eficacia de la decisión final que se acordará 
ulteriormente en la sentencia definitiva. 
MARCAR 
ÍTEM SI NO 
Proceso: En el plazo máximo de setenta y dos horas, siguientes la 
interposición de la denuncia, el juzgado de familia, o su equivalente 
procede a evaluar el caso y resuelve en audiencia oral en la emisión de las 
medidas de protección requeridas que sean necesarias. Asimismo, de 
oficio o a solicitud de la víctima, en la audiencia oral se pronuncia sobre 
las medidas cautelares que resguardan las pretensiones de alimentos, 
régimen de visitas, tenencia y suspensión o extinción de la patria potestad, 
liquidación de régimen patrimonial y otros aspectos conexos que sean 
necesarios para garantizar el bienestar de las víctimas. 
Analizando los actuados, el juzgado de familia o su equivalente 
procede a remitir el caso a la fiscalía penal para el inicio del proceso penal 
conforme a las reglas del Código Procesal Penal, promulgado por el 
Decreto Legislativo 957. 
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El Art. 39° precisa que: 
39.1 “El juzgado de familia ordena de oficio o a pedido de parte las medidas 
cautelares, conforme a los requisitos establecidos en el Art. 611 del Código Procesal 
Civil”. 
39.2 “En razón a la temporalidad de las medidas cautelares, las víctimas, antes de 
la expedición de la sentencia penal o del juez de Paz Letrado, puede plantear ante el 
juzgado competente las pretensiones civiles de fondo. A tal efecto, el Juzgado de 
Familia informa a las víctimas que cuentan con servicios jurídicos gratuitos para 
recibir asistencia en su derecho de acción sobre las pretensiones civiles antes 
señaladas”. 
A grandes rasgos se precisa que la Ley establece que el sistema judicial puede otorgar 
medidas cautelares que resguarden pretensiones de alimentos, régimen de visitas, 
tenencia, suspensión o extinción de la patria potestad, liquidación de régimen patrimonial 
y otros aspectos conexos que sean necesarios para garantizar el bienestar de las víctimas. 
Dicho esto, respecto a las medidas cautelares que deben tener en cuenta los requisitos 
establecidos en el Código Procesal Civil para el otorgamiento de estas medidas. Estas 
medidas cautelares son otorgadas de acuerdo con la necesidad y procedencia del 
requerimiento. 
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GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
NOMBRE DEL INSTRUMENTO: EXP. 00120-2016-0-0901-JR-FC-03 
NOMBRE DEL DEMANDANTE: JOSEFINA ERLINDA PUCLLA ZAVALA 
AÑO: 2016 
OBJETIVO ESPECÍFICO 1 
MARCAR 
ÍTEM SI NO 
Dentro de los principios rectores que rige la Ley indicada tenemos, 
además: 
Principio de intervención mediata y oportuna, los operadores de 
justicia y la Policía Nacional del Perú, ante un hecho o amenaza de 
violencia, deben actuar en forma oportuna, asimismo como actuar con 
Celeridad, y así evitar dilaciones por razones procedimentales formales 
o de otra naturaleza, disponiendo el ejercicio de las medidas de
protección previstas en la Ley y otras normas, con la finalidad de 
atender efectivamente a la víctima. 
Principio de Sencillez y oralidad, todos los procesos por violencia 
contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar se desarrollan 
considerando el mínimo formalismo, en espacios amigables para las 
presuntas víctimas, favoreciendo que estas confíen en el sistema y 
colaboren con él para una adecuada sanción al agresor y la restitución 
de sus derechos vulnerados. 
El numeral tres del artículo 139 de la Constitución Política del 
Estado concordante con el artículo primero del Código Procesal Civil, 
prescriben: “La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional 
X 
Determinar si la celeridad procesal afecta jurídicamente los procesos de violencia 
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El EXP. 00120-2016-0-0901-JR-FC-03, hace referencia a los principios rectores de 
la Ley 30364, priorizando el principio de Celeridad procesal, puesto que se busca evitar 
dilaciones en los procesos de El proceso especial de violencia contra las mujeres e 
integrantes del grupo familiar se realiza teniendo en cuenta lo siguiente: 
a) En caso de riesgo leve o moderado, identificado en la ficha de valoración de
riesgo, el juzgado de familia, en el plazo máximo de cuarenta y ocho (48) horas,
contadas desde que toma conocimiento de la denuncia, evalúa el caso y resuelve
en audiencia la emisión de las medidas de protección y/o cautelares requeridas,
que sean acordes con las necesidades de la víctima.
b) En caso de riesgo severo, identificado en la ficha de valoración de riesgo, el
juzgado de familia, en el plazo máximo de veinticuatro (24) horas, contadas desde
que toma conocimiento de la denuncia, evalúa el caso y emite las medidas de
protección y/o cautelares requeridas, que sean acordes con las necesidades de la
víctima. En este supuesto el Juez puede prescindir de la audiencia.
La audiencia es inaplazable y se realiza con los sujetos procesales que se encuentren 
presentes. El juzgado de familia, por el medio más célere, comunica la emisión de las 
medidas a las entidades encargadas de su ejecución para su cumplimiento inmediato. 
efectiva”, “Toda persona tiene derecho a tutela jurisdiccional efectiva, 




ANEXO 1: MATRIZ DE CONSISTENCIA PARA ELABORACIÓN DE INFORME DE TESIS 
NOMBRE DEL ESTUDIANTE: Deysi Milagros Márquez Silva 
FACULTAD/ESCUELA: Derecho 
TÍTULO DEL TRABAJO DE INVESTIGACIÓN 
Las medidas de protección de la ley 30364 y los efectos 
jurídicos en las víctimas de Violencia Familiar, Corte 
Superior de Lima 2017. 
PROBLEMA 
¿Las medidas de protección de la ley 30364 generan efectos 
jurídicos en las víctimas de violencia familiar, Corte Superior 
de Lima 2017? 
PROBLEMAS ESPECÍFICOS 
▪ ¿La celeridad procesal afecta jurídicamente los
procesos de violencia familiar, Corte Superior de Lima
2017?
▪ ¿Las medidas de protección regulan las medidas
cautelares a favor de las víctimas de violencia familiar,
Corte Superior de Lima 2017?
OBJETIVO GENERAL 
Determinar de qué manera las medidas de protección de la 
Ley 30364 generan efectos jurídicos en las víctimas de 
violencia familiar, Corte Superior de Lima 2017. 
OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
▪ Determinar si la celeridad procesal afecta jurídicamente
los procesos de violencia familiar, Corte Superior de
Lima 2017.
▪ Determinar si las medidas de protección regulan
medidas cautelares a favor de las víctimas de violencia
familiar, Corte Superior de Lima 2017.
SUPUESTO GENERAL 
La ejecución de las medidas de protección de la ley 30364 
generan efectos jurídicos en las víctimas de Violencia 
Familiar, Corte Superior de Lima 2017, porque con la emisión 
de las medidas de protección se otorgan de oficio o a pedido 
de la víctima medidas cautelares para salvaguardar la 
integridad física y psíquica de las víctimas, en caso de 
incumplimiento o resistencia de las medidas de protección se 




▪ La Celeridad procesal afecta jurídicamente los procesos
de violencia familiar, Corte Superior de Lima 2017,
porque al dilatar los procesos de violencia las víctimas
no cuentan con las medidas de protección y siguen
siendo expuestas a que se generen nuevos actos o a un
delito mayor.
▪ Las medidas de protección regulan las medidas
cautelares a favor de las víctimas de violencia familiar,
Corte Superior de Lima 2017, porque se busca
resguardar las pretensiones e intereses de las víctimas
para que puedan llevar una vida digna.
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Guía de entrevista 
Título: Las medidas de protección de la ley 30364 y los efectos jurídicos en las víctimas 
de Violencia Familiar, Corte Superior de Lima 2017 
Entrevistado: __________________________________________________________ 
Cargo / Profesión / Grado Académico: ______________________________________ 
Institución: ____________________________________________________________ 
Lugar: ________________ Fecha: _______________ Duración: _________________ 
 
 
1. ¿Considera usted que las medidas de protección de la ley 30364 generan efectos





2. ¿Considera usted qué el impedimento de acercamiento o aproximación a la víctima





3. ¿Considera usted que el incumplimiento de las medidas de protección genera efectos
jurídicos como el delito de desobediencia a la autoridad dentro de los procesos de
violencia familiar?
Objetivo General 
Determinar de qué manera las medidas de protección de la Ley 30364 







4. ¿Consideraría usted que la vigencia e implementación de las medidas de protección












6. ¿Considera usted que los operadores del sistema judicial no cumplen con los plazos






7. ¿Cuáles considera usted que serían los motivos de la deficiencia en la celeridad
procesal en los casos de violencia familiar?
Objetivo específico 1 
Determinar si la celeridad procesal afecta jurídicamente los procesos de 





8. ¿Considera usted qué las medidas de protección regulan las medidas cautelares a





9. ¿Considera usted que la emisión de las medidas cautelares resguarda las pretensiones





10. ¿Considera usted que el otorgamiento de las medidas cautelares es necesario para




Nombre del entrevistado Sello y firma 
Objetivo específico 2 
Determinar si las medidas de protección regulan medidas cautelares a 
favor de las víctimas de violencia familiar, Corte Superior de Lima 2017.
90 
91 
92 
93 
94 
95 
96 
97 
98 
99 
 
100 
 
101 
102 
103 
104 
105 
 
106 
 
107 
 
108 
 
109 
 
110 
 
111 
 
112 
 
113 
114 
115 
116 
 
117 
 
118 
 
119 
 
120 
121 
